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			1. La Constitución Española de 1978: Derechos y Deberes fundamentales

			1.1. Concepto de Constitución

			Una Constitución puede definirse desde dos puntos de vista: 

			
					
–	Desde el punto de vista político, es un factor de legitimación del sistema y un instrumento de integración de los diversos grupos sociales.

					
–	Desde el punto de vista del Derecho, es una norma jurídica que regula la estructura y competencias de las diversas instituciones del Estado, que preside y define el sistema de fuentes del Derecho y que tiene vocación de aplicación directa en el concreto ámbito de los derechos fundamentales y las libertades públicas.

			

			La Constitución es la primera de las fuentes del ordenamiento jurídico, constituye el derecho fundamental de la comunidad política. Por tanto, goza de una superioridad jerárquica sobre el resto de las normas. 

			La Constitución es además la plasmación y el instrumento de esos valores que están en el origen de la idea constitucional y que suponen lo siguiente: 

			
					
–	La definición de la estructura política del Estado

					
–	La fijación del sistema de distribución del Poder 

					
–	La incorporación de un catálogo de derechos y libertades que, en su esencia, son indisponibles para el legislador ordinario, porque el constituyente y titular del poder (el pueblo) se los ha reservado como elemento de limitación del poder constituido.

			

			De este modo, la Constitución no es solamente la pieza lógica que exige el sistema político de una sociedad compleja para regular los órganos del Estado y sus competencias, sino que apela también a unos contenidos. 

			Esos valores y esos contenidos son precisamente los que pretende recoger y contempla la Constitución de 1978 en diversos artículos: 

			
					
–	Artículo 1.1: “España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político”.


					
–	Artículo 1.2: “La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado”.


					
–	Artículo 10.1: “La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son el fundamento del orden político y de la paz social”


					
–	Artículo 53.1: “Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los poderes públicos”


					
–	Artículo 9.3 (principios jurídicos: legalidad, jerarquía normativa, publicidad de las normas, irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, seguridad jurídica, responsabilidad e interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos) y todo el Título I (Derechos y Deberes Fundamentales). 

			

			Todos estos preceptos definen, contemplan y recogen los valores y contenidos que están en la base del constitucionalismo moderno.

			Por tanto, tal y como se entiende hoy en día, una Constitución es: 

			
					
–	Una norma o conjunto de normas fundamentales (cúspide del ordenamiento jurídico).

					
–	Regula la estructura de los órganos básicos del Estado, sus competencias y las relaciones entre ellos (parte orgánica).

					
–	Regula los derechos y deberes fundamentales del individuo (parte dogmática).

			

			1.2. Tipos de Constitución

			Existen diversos criterios clasificatorios:

			A) Por su origen

			Las Constituciones pueden ser:

			
					
–	Pactadas. Aquellas que son el resultado de un pacto entre el rey y el pueblo. 

					
–	Otorgadas. Aquellas que se ofrecen como una concesión del Monarca a la Nación, siendo el rey el titular del poder constituyente.

					
–	Impuestas. En este tipo de Constituciones, la representación de la sociedad impone una serie de notas, determinaciones o cartas políticas al rey, y éste las tiene que aceptar. Por lo tanto, existe una participación activa de la representación de la sociedad en las decisiones políticas fundamentales.


					
–	Populares. Aquellas cuyo origen es directamente la sociedad, la cual por lo general se manifiesta a través de una asamblea. Por lo tanto, no es que la sociedad pacte con los detentadores del poder público, sino que la propia Constitución surge de la fuerza social.

			

			La Constitución Española de 1978 se encontraría entre estas últimas.

			B) Por el procedimiento de reforma

			Las Constituciones pueden ser:

			
					
–	Rígidas. Aquellas cuya reforma sólo puede llevarse a efecto mediante procedimientos extraordinarios y con formalidades superiores a las que se requieren para la aprobación de las leyes ordinarias.

					
–	Flexibles. Aquellas cuyo contenido puede ser modificado siguiendo el mismo procedimiento que la aprobación de una ley ordinaria. 

					
–	Pétreas. Aquellas que no se pueden modificar. 

			

			La Constitución Española de 1978 es rígida, en lo que al procedimiento de su reforma se refiere.

			C) Por su forma externa

			Las Constituciones pueden ser:

			
					
–	Cerradas: Aquellas cuyo texto es elaborado y aprobado en un único acto constituyente.

					
–	Abiertas: Aquellas que se hallan dispersas en varios textos que se han ido añadiendo sucesivamente

			

			También pueden ser:

			
					
–	Escritas. 

					
–	No escritas: Podemos encontrarnos con Constituciones como la del Reino Unido, que junto a leyes constitucionales escritas, cuentan con un gran número de costumbres constitucionales.

			

			D) Por su extensión

			Las Constituciones pueden ser:

			
					
–	Largas o extensas.

					
–	Cortas.

			

			E) Por la forma de gobierno

			Las Constituciones pueden ser:

			
					
–	Monárquicas.

					
–	Republicanas.

			

			Siguiendo este criterio se aprecia quien ostenta la Jefatura del Estado.

			F) Por la distribución territorial del poder

			Las Constituciones pueden ser:

			
					
–	Unitarias: Aquellas donde el poder se encuentra centralizado.

					
–	Federales: Parten de la preexistencia de Estados, los cuales atribuyen a un ente superior parte de sus poderes.

			

			1.3. Antecedentes

			La Constitución española de 1978 es el fruto de una evolución histórica y de unas concretas influencias.

			El período constitucional español se inicia a principios del siglo XIX y en el mismo se pueden distinguir las siguientes fases:

			1.3.1. Primer período

			Abarca desde la Constitución de Cádiz de 1812 a la de 1868, dejando aparte la Constitución de Bayona de 1808, ya que fue una carta otorgada por Napoleón sin vigencia práctica en España por el desarrollo de la Guerra de la Independencia.

			En este período se promulgan cuatro textos constitucionales sucesivos en el tiempo:

			A) Constitución de Cádiz de 1812

			Fue aprobada por las Cortes de Cádiz durante la invasión francesa. Sus principios básicos eran los comunes al liberalismo decimonónico que cristalizó en la Revolución Francesa:

			
					
–	La soberanía nacional reside en el pueblo y no en el rey.

					
–	División de poderes.

					
–	Preeminencia de las Cortes como representantes del pueblo, encargadas de la función legislativa.

			

			Otras cuestiones a destacar de la misma serían el unicameralismo, la adopción del catolicismo como religión oficial del Estado ó la supresión de la Inquisición.

			
					
–	La Constitución de 1812 se caracteriza por su rigidez y su extensión. Aprobada durante la ausencia del rey Fernando VII, a su regreso la vigencia de la Constitución de 1812 fue suspendida, inaugurándose un período absolutista, y sólo desde 1820 a 1823 volvería a estar en vigor.

			

			B) Estatuto Real de 1834

			A la muerte de Fernando VII, el Estatuto Real otorgado durante la regencia de D.ª María Cristina de Borbón vuelve a la tradición de reconocer la soberanía en las Cortes con el Rey. Es de destacar la introducción del principio bicameral, que estará presente en nuestras Constituciones posteriores hasta el año 1931.

			C) Constitución de 1837

			Durante el reinado de Isabel II se vuelve al espíritu de 1812:

			
					
–	La soberanía nacional reside en el pueblo.

					
–	División de poderes 

					
–	A diferencia de la Constitución de Cádiz, las Cortes quedan divididas en dos Cámaras: Congreso de los Diputados y Senado, denominaciones que ya no se abandonarán en los textos posteriores.

					
–	En materia religiosa se obliga a mantener el culto a la religión católica, sin proclamarla oficial.

					
–	Por primera vez se establecen y reconocen determinados derechos fundamentales: libertad de imprenta, derecho de petición, igualdad jurídica, derecho a acceder a los cargos públicos, según el mérito y la capacidad, a la libertad, a la inviolabilidad de domicilios, a recibir indemnización en caso de expropiación de bienes y a determinadas garantías procesales.

			

			Por todo ello se considera una Constitución progresista.

			D) Constitución de 1845

			Con esta Constitución se da un nuevo giro conservador (a pesar de promulgarse durante el reinado de Isabel II): afirma la soberanía compartida entre el rey y las Cortes, la religión católica se declara oficial, se mantienen las dos Cámaras pero el Senado pierde su carácter electivo.

			Esta Constitución ha sido considerada como un texto moderado que trataba de solucionar los problemas de la España del siglo XIX.

			1.3.2. Segundo Período 

			Tras los textos anteriores existirán una serie de proyectos constitucionales, como el de Bravo Murillo de 1852 o el de 1856, que, sin embargo, no llegarán a aprobarse. De este modo el segundo período constitucional se inicia con la revolución de septiembre de 1868, llamada “La Gloriosa”, cuyas consecuencias inmediatas serán la caída de Isabel II y la promulgación de la Constitución de 1869.

			A) Constitución de 1869

			La revolución de septiembre de 1868 pretende completar los principios liberales con el principio democrático. Ello se reflejará en la Constitución de 1869, que se caracteriza por las siguientes notas:

			
					
–	La soberanía nacional reside en el pueblo.

					
–	Sufragio universal. Sin embargo el sufragio femenino no fue reconocido hasta la II República.

					
–	División de Poderes con preeminencia de las Cortes. Y en el Ejecutivo comienza a diferenciarse el Consejo de Ministros, del Rey.

					
–	Libertad de culto.

					
–	Se amplían los derechos y libertades individuales respecto a las Constituciones anteriores.

			

			B) Constitución de 1876

			En 1874 se produjo la restauración borbónica con Alfonso XII, período en el que se aprobará la Constitución de 1876, que extenderá su vigencia hasta 1931, con el lapso de la Dictadura de Primo de Rivera de 1923 a 1930.

			La Constitución de 1876 consiguió una cierta paz y estabilidad, volviendo a los principios moderados:

			
					
–	Soberanía compartida entre las Cortes y el rey.

					
–	División de Poderes, con Cortes bicamerales y Gobierno que ha de contar con una doble confianza, la del rey y la del Parlamento.

					
–	La religión oficial del Estado es la Católica, aunque se establece el principio de tolerancia religiosa.

					
–	La principal novedad, ideada por Cánovas del Castillo, será el sistema de alternancia de los dos grandes partidos españoles mayoritarios: el Partido Conservador y el Partido Liberal, permitiendo a Sagasta sucederle en la jefatura del gobierno alternativamente.

			

			Después de la Dictadura de Primo de Rivera, la situación haría necesaria una nueva Constitución, la de 1931, que abriría el tercer período.

			1.3.3. Tercer período

			El período de la II República se desarrollará bajo la vigencia de la Constitución de 1931, que tratará de modernizar las condiciones de la vida política española. Sus características principales son:

			
					
–	Soberanía popular y sufragio universal, incluidas las mujeres.

					
–	Forma de Estado Republicano. El Jefe del Estado es el Presidente de la República, elegido por el pueblo a través de un procedimiento indirecto.

					
–	Se incluye el principio de separación de poderes con preeminencia de las Cortes, que conservan su nombre y sólo se integran por una Cámara: el Congreso de los Diputados.

					
–	Estado laico y aconfesional. Junto a la libertad de cultos se suprime la mención a ninguna religión oficial.

					
–	En el Ejecutivo aparecen ya claramente configurados el Gobierno y su Presidente.

					
–	Se introduce una solución para el problema regional con el llamado Estado integral, que consagra la descentralización territorial.

					
–	Se crea el Tribunal de Garantías Constitucionales, antecedente del actual Tribunal Constitucional, y se introducen principios sociales que inspiran la actividad de los poderes públicos en busca de una mayor igualdad.

			

			La Constitución de 1931 perderá su vigencia práctica con el comienzo de la Guerra Civil, quedando definitivamente suprimida en 1939 con la instauración del régimen franquista.

			1.3.4. Cuarto período 

			Durante los años que van desde 1939 a 1975 España vivió bajo el régimen del general Franco, en el que la Constitución, en el sentido material de principios básicos que ordenan el Estado, se integra por las llamadas Leyes Fundamentales, las cuales establecen un sistema de corte político autoritario. Estas leyes son, por orden cronológico:

			
					
–	El Fuero del Trabajo de 1938.

					
–	La Ley Constitutiva de las Cortes Orgánicas de 1942.

					
–	Fuero de los Españoles de 1945, que hacía las veces de la parte dogmática de la Constitución, es decir, la declaración de los derechos y libertades, con un sentido claramente restrictivo.

					
–	La Ley de Referéndum de 1945.

					
–	La Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 1947.

					
–	La Ley de Principios Fundamentales del Movimiento Nacional de 1958.

					
–	La Ley Orgánica del Estado de 1967, que culminaba el proceso de institucionalización.

			

			El sistema diseñado por estas Leyes se caracteriza por la concentración del poder en el Jefe del Estado y por la ausencia de una auténtica democracia, ignorándose los principios fundamentales del Estado liberal-democrático vigente en los países del Occidente europeo.

			1.4. Proceso constituyente

			Tras la muerte del General Franco el 20 de noviembre de 1975, comienza en España una etapa que respondía a los deseos de reforma y sustitución de las instituciones políticas franquistas, y el establecimiento de la democracia, sin necesidad de una ruptura revolucionaria.

			Dicha etapa, que se conoce como “la transición”, comienza 1975 con la tercera restauración borbónica, siendo nombrado rey de España D. Juan Carlos I de Borbón.

			Tras el fracaso del primer gobierno de la monarquía, en julio de 1976 el Rey nombra Presidente del Gobierno a Adolfo Suárez, que consigue que las Cortes aprueben la Ley 1/1977, de 4 de enero, para la Reforma Política (la octava Le Fundamental). Dicha ley, que fue refrendada por el pueblo español el 15 de diciembre de 1976, tenía una intención claramente reformista, previéndose en la misma la convocatoria de elecciones a Cortes integradas por dos Cámaras: el Congreso de los Diputados y el Senado, que a la postre se convertirían en constituyentes y acometerían la elaboración del texto de nuestra actual Constitución.

			Las elecciones a Cortes previstas en la Ley de Reforma Política tuvieron lugar el 15 de junio de 1977. Con carácter previo se habían aprobado unas normas electorales por Real Decreto-ley 20/1977, de 18 de marzo, y habían sido legalizados los partidos políticos.

			Una de las primeras decisiones del recién constituido Congreso de los Diputados fue crear una Comisión Constitucional integrada por 36 diputados de los distintos Grupos Parlamentarios. Dicha Comisión, a su vez, designó a una Ponencia constitucional, integrada por 7 personas, que fue la que redactó el Anteproyecto de Constitución.

			La Ponencia terminó sus trabajos el 23 de diciembre de 1977, siendo publicado su texto en el Boletín Oficial de las Cortes Generales el 5 de enero de 1978.

			Tras el plazo legal de 25 días, se presentaron más de mil enmiendas en el Congreso que fueron dictaminadas por la propia Ponencia durante dos meses. 

			Un mes después se inició la discusión en la Comisión de Constitucional, que da como resultado un Dictamen que es elevado al Pleno del Congreso junto con las enmiendas y los votos particulares.

			El debate en el Pleno se prolongó a lo largo de 12 sesiones, del 4 al 21 de julio de 1978, fecha en la que el texto del Proyecto de Constitución fue aprobado en una votación de conjunto, publicándose luego en el Boletín Oficial de las Cortes Generales de 24 de julio de 1978, tras lo cual fue enviado al Senado.

			La fase de discusión en el Congreso se caracterizó por las siguientes notas:

			
					
–	El carácter reservado y, en ocasiones, extraparlamentario de las negociaciones.

					
–	La idea de compromiso entre las fuerzas políticas, que dominó todo el proceso constituyente.

					
–	La influencia de las fuentes extranjeras en el proyecto constitucional, aunque las decisiones fundamentales fueron “autóctonas”.

			

			En el Senado, y pese a lo que pudiera esperarse dada la similitud de fuerzas políticas con las de la Cámara Baja, se presentaron otras mil enmiendas, siguiéndose para su tramitación un procedimiento similar al del Congreso. 

			La única diferencia fue que no se constituyó una Ponencia, sino que el texto del Proyecto y las enmiendas se debatieron directamente en la Comisión Constitucional durante 17 sesiones: del 18 de agosto al 14 de septiembre. 

			El dictamen de la Comisión junto con los votos particulares se publicó en el Boletín Oficial de las Cortes Generales de 6 de octubre y se elevó al Pleno del Senado.

			El debate en el Pleno se desarrolló a lo largo de 10 sesiones entre el 25 de septiembre y el 5 de octubre de 1978, publicándose el texto modificado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales de 13 de octubre de 1978.

			El texto aprobado por el Pleno del Senado presentaba discrepancias sustanciales respecto del aprobado por el Congreso; por ello se hizo necesaria la constitución de una Comisión Mixta Congreso-Senado para resolver dichas discrepancias. 

			La Comisión encargada de solventar las diferencias, presidida por el Presidente de las Cortes (que era una persona distinta del Presidente del Congreso), estaba integrada por los Presidentes del Congreso y del Senado, así como por cuatro diputados. Su Dictamen se publicó en el Boletín Oficial de las Cortes Generales de 28 de octubre de 1978.

			A continuación, el texto definitivo fue sometido a la aprobación global, simultánea y separada del Congreso y del Senado el 31 de octubre de 1978. 

			En el Congreso estuvieron presentes 345 diputados y el texto constitucional obtuvo 325 votos a favor, 6 en contra y 14 abstenciones. 

			En el Senado estuvieron presentes 239 de los 248 senadores, obteniendo el texto 226 votos a favor, 5 en contra y 8 abstenciones. 

			Aprobada por las Cortes Generales, la Constitución debía superar el trámite del refrendo popular. Éste tiene lugar el 6 de diciembre de 1978 y participó el 67% del censo electoral y la Constitución obtuvo el refrendo del 87,8% de los votantes. Un 7,8% votaron en contra y un 3,5 votaron en blanco.

			Finalmente, la Constitución fue sancionada por el Rey en sesión conjunta del Congreso y del Senado el 27 de diciembre de 1978 y su texto se publicó en el BOE núm. 311 de 29 de diciembre. Junto a la versión en castellano se publicaron también versiones oficiales en las demás lenguas del Estado.

			Ese mismo día, por Real Decreto 3073/1978, de 29 de diciembre, fueron disueltas las Cortes elegidas el 15 de junio de 1977 y se convocaron elecciones para una nueva legislatura.

			1.5. Características generales y estructura

			1.5.1. Características generales

			Pueden resaltarse las siguientes características de la Constitución española de 1978:

			
					
–	Define un régimen político democrático parlamentario clásico o de democracia occidental.

					
–	Es fruto de la conciliación o el compromiso ideológico.

					
–	A consecuencia de lo anterior es imprecisa y ambigüa en algunos aspectos, lo que se hace deliberadamente para permitir gobiernos con orientaciones políticas diversas.

					
–	En ocasiones se remite a las leyes orgánicas y ordinarias, por lo que también se ha hablado de que es una Constitución inacabada.


					
–	Es una Constitución adecuada a la sociedad que trata de regir y una Constitución transformadora de la sociedad en sentido progresista.

					
–	Es una Constitución extensa y prolija (la más larga de nuestras Constituciones a excepción de la de 1812).

					
–	Es una Constitución rígida en cuanto a su procedimiento de reforma.

					
–	Es una norma jurídica de aplicación directa: no es sólo la norma primaria que establece el sistema de fuentes del Derecho, sino que ella misma es fuente del Derecho, es decir, origen inmediato de derechos y obligaciones.

			

			Entre los textos constitucionales españoles que han influido en la Constitución de 1978, el actual “Estado de las Autonomías” tiene su precedente en el denominado “Estado Integral” de la Constitución de 1931.

			En cuanto a las influencias extranjeras, puede destacarse:

			
					
–	La Ley Fundamental de Bonn de 1949, la cual influyó, entre otros aspectos, en la idea del Estado social y democrático de Derecho, y en la idea de eficacia y estabilidad gubernamental (preeminencia del presidente, moción de censura constructiva, etc.).

					
–	La Constitución italiana de 1947 influyó en varios campos: el judicial, con el Consejo General del Poder Judicial; la concepción del Estado regional; o la posibilidad de aprobar las leyes directamente en las comisiones parlamentarias.

					
–	La Constitución francesa de 1958 influyó en la recepción de la categoría de ley orgánica y en determinados puntos de la declaración de derechos.

					
–	La Constitución portuguesa de 1976 todo una influencia notable sobre todo en materia de derechos y libertades fundamentales.

			

			1.5.2. Estructura

			La Constitución española de 1978 consta de:

			
					
–	Un preámbulo.

					
–	169 artículos, integrados en Título Preliminar y 10 títulos numerados.

					
–	4 Disposiciones Adicionales.

					
–	9 Disposiciones Transitorias.

					
–	1 Disposición Derogatoria.

					
–	1 Disposición Final.

			

			En dicho contenido a su vez se puede distinguir los bloques siguientes:

			
					
–	El Preámbulo.

					
–	La parte dogmática o declarativa, integrada por el Título Preliminar y el Título I, donde se efectúa la declaración de los valores primarios del Estado y los derechos y libertades fundamentales.

					
–	La parte orgánica, integrada por los Títulos II a IX, dedicada a la organización de los poderes del Estado. Y el Título X, referente a la reforma de la Constitución.

					
»	El Preámbulo constituye una declaración de principios y valores que serán posteriormente desarrollados en el texto constitucional. Es un texto sin fuerza de obligar directamente, aunque con gran valor político declaratorio, puesto que señala los fundamentos del orden constitucional y los objetivos primarios que la Constitución persigue:

			

			“La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad y promover el bien de cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama su voluntad de:

			
					
–	Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las leyes conforme a un orden económico y social justo.


					
–	Consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley como expresión de la voluntad popular.


					
–	Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones.


					
–	Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna calidad de vida.


					
–	Establecer una sociedad democrática avanzada, y


					
–	Colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz cooperación entre todos los pueblos de la Tierra.”


					
»	La parte dogmática se integra por dos títulos.

					
–	El Título Preliminar (arts. 1 al 9).

					
▷	Art. 1.1. (configuración del Estado español): “España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.”


					
▷	Art. 1.2. (reconocimiento de la soberanía popular): “La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.”


					
▷	Art. 1.3. (forma política): “La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.”


					
▷	Art. 2 (principio de unidad de la nación española y reconocimiento del derecho a la autonomía): “La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas.”


					
▷	Arts. 3 a 5 (señas de identidad del Estado: configuración de la bandera española, establecimiento de la lengua oficial, designación de la capital).


					
▷	Arts. 6 y 7 (reconocimiento del papel de los partidos políticos, como expresión del pluralismo político, y de los sindicatos de trabajadores y asociaciones empresariales, como contribuyentes a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que le son propios).

					
▷	Art. 8 (composición de las Fuerzas Armadas y funciones asignadas)


					
▷	Art. 9 


					
•	Apart. 1. Contiene lo que Torres del Moral llama “autoreconocimiento del valor normativo propio”: “Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.”


					
•	Apart. 2. Establece la obligación de los poderes públicos de promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.


					
•	Apart. 3. Consagra los principios de legalidad, jerarquía normativa, publicidad de las normas, irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, seguridad jurídica, responsabilidad e interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos


					
–	Título I “De los derechos y deberes fundamentales” (arts. 10 a 55).


					
▷	Se inicia con el artículo 10 (fundamentos del orden político y de la paz social. Bases interpretativas de derechos y debertes fundamentales) para posteriormente dividirse en cinco capítulos.

					
▷	Capítulo I “De los españoles y extranjeros” (arts. 11 al 13).

					
▷	Capítulo II “Derechos y libertades”, que se subdivide en dos Secciones (de las que no forma parte el art.14: derecho a la igualdad jurídica):


					
•	Sección Primera “De los derechos fundamentales y de las libertades públicas” (arts. 15 a 29).

					
•	Sección Segunda “De los derechos y deberes de los ciudadanos” (arts 30. a 38).

					
–	Capítulo III “De los principios rectores de la política social y económica” (arts. 39 a 52).

					
–	Capítulo IV “De las garantías de las libertades y derechos fundamentales” (arts. 53 y 54)

					
–	Capítulo V “De la suspensión de los derechos y libertades” (art. 55).


					
»	La parte orgánica comprende las bases de los órganos constitucionales, las relaciones entre ellos, las bases de la organización económica y territorial del Estado, así como la reforma constitucional. Abarca aproximadamente los otros dos tercios del articulado constitucional.

					
–	Título II “De la Corona” (arts. 56 a 65). Establece cuáles son los rasgos que caracterizan a la Corona de España, las funciones que corresponden al Rey, los requisitos exigidos para la validez de sus actos, y el régimen de sucesión, de regencia y de tutela.

					
–	Título III “De las Cortes Generales” (arts. 66 a 96). Asigna a las Cortes Generales, elegidas por sufragio universal y de estructura bicameral, el Poder Legislativo. Se subdivide en tres Capítulos.

					
▷	Capítulo I “De las Cámaras”.

					
▷	Capítulo II “De la elaboración de las leyes”

					
▷	Capítulo III “De los Tratados Internacionales”

					
–	Título IV “Del Gobierno” (arts. 97 a 107). Asigna al Gobierno, integrado por el Presidente, los Vicepresidentes, en su caso, los Ministros, “y los demás miembros que establezca la Ley”, el Poder Ejecutivo.

					
–	Título V “De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales” (arts. 108 a 116). Asigna a las Cortes Generales el control político del Gobierno, reconociendo a las mismas distintos instrumentos para ello. Establece la responsabilidad solidaria del Gobierno.

					
–	Título VI “Del Poder Judicial” (arts. 117 a 127). Configura un Poder Judicial integrado por Jueces y Magistrados independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la Ley, previéndose para su gobierno una institución de nuevo cuño: el Consejo General de Poder Judicial.

					
–	Título VII “Economía y Hacienda” (arts. 128 a 136). Establece el orden económico-social del Estado, determinando los aspectos esenciales en esta materia.

					
–	Título VIII “De la organización territorial del Estado” (arts. 137 a 139). Establece la configuración territorial del Estado español, indicando que el mismo se organiza en municipios, provincias y en las Comunidades Autónomas que se constituyan, reconociéndose autonomía a todos estos entes. Establece los procedimientos de acceso a la autonomía y las competencias que podrán ser asumidas. Se subdivide en tres Capítulos:


					
▷	Capítulo I “Principios Generales” 

					
▷	Capítulo II “De la Administración local” 

					
▷	Capítulo III “De las Comunidades Autónomas”

					
–	Título IX “Del Tribunal Constitucional” (arts. 159 a 165). Intérprete supremo de la Constitución, al que se le atribuye la función de garante del cumplimiento de lo dispuesto en la misma. Establece la composición de dicho órgano constitucional y las funciones principales del mismo.

					
–	Título X “De la reforma constitucional” (arts. 166 a 169). Establece los procedimientos a seguir para reformar la Constitución, quienes pueden iniciar dichos procedimientos y los momentos en los que no se podrá iniciar una reforma constitucional.

					
»	Disposiciones. Tras finalizar su articulado, la Constitución española de 1978 contiene aspectos conexos que no tuvieron cabida en el mismo, utilizando para ello “Disposiciones” de cuatro tipos: Adicionales (4), Transitorias (9), Derogatorias (1) y Finales (1).

			

			1.6. Valor normativo

			La Constitución española de 1978 dispone de un valor normativo inmediato y directo, tal como afirman los autores y la jurisprudencia del propio Tribunal Constitucional al interpretar lo dispuesto en su artículo 9.1: 

			“Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico”.

			La vinculación normativa de la Constitución afecta a todos los ciudadanos y a todos los poderes públicos sin excepción, y se predica respecto de todo su contenido. 

			Ese valor normativo inmediato, directo y general debe, no obstante, debe ser puesto en conexión con sus distintas partes: 

			
					
–	Aplicación directa de la regulación constitucional de los derechos fundamentales y libertades públicas.


			

			Así lo afirma el propio Tribunal Constitucional, quien indica que el catálogo de derechos y libertades que la Constitución incorpora es la expresión de la reserva de Poder que se hace la sociedad a sí misma y en la que no puede entrar el legislador ordinario. 

			El artículo 53.1 es claro a este respecto, indicándose en el mismo que dichos derechos y libertades vinculan a todos los Poderes Públicos, solo pueden ser regulados y desarrollados por ley que, en determinados supuestos, debe ser orgánica, y que, en todo caso, debe respetar su contenido esencial. 

			En su defensa el art. 53.2 instaura, además, un procedimiento judicial especial, que desemboca en la posibilidad de acudir en vía de recurso de amparo ante el propio Tribunal Constitucional.

			
					
–	Aplicación directa de la parte organizativa y habilitante de los poderes constitucionales.

			

			Además de lo anterior, la Constitución regula la composición, competencias y procedimientos de las instituciones del Estado, así como la estructura del mismo.

			En estas materias también la Constitución actúa con valor normativo inmediato y directo, sirviendo de referencia a las normas que desarrollen dicho contenido.

			
					
–	Por último, la Constitución se erige como la norma fundamental informadora de todo nuestro ordenamiento jurídico, estableciendo las bases de la comunidad política y social de la nación española. En este sentido las leyes, y las demás normas de nuestro ordenamiento jurídico, deben ser interpretadas y aplicadas de conformidad con los principios y valores recogidos en la misma, los cuales vinculan el actuar de todos los poderes públicos.

			

			1.7. La reforma constitucional

			La Constitución española de 1978 es una Constitución rígida. Ello quiere decir que para la modificación de su contenido habrá de seguirse un procedimiento específico, distinto del procedimiento legislativo ordinario y más agravado que éste.

			Los procedimientos para la reforma de la Constitución se recogen en el Título X de la misma (arts. 166 a 169).

			1.7.1. Iniciativa

			El art. 166 de la Constitución atribuye la iniciativa de la reforma constitucional por remisión a lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del artículo 87 (iniciativa legislativa ordinaria). 

			Así, podrán iniciar una reforma constitucional el Gobierno, el Congreso de los Diputados, el Senado y las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas. Se excluye la posibilidad de impulsar una reforma constitucional a la iniciativa popular. No obstante, la participación del pueblo en este procedimiento se produce a través de la ratificación popular, en su caso.

			Por su parte el art. 169 prohíbe iniciar una reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados excepcionales previstos en el artículo 116 (alarma, excepción y sitio).

			1.7.2. Procedimientos

			En función de la materia objeto de la misma, se distinguen dos procedimientos de reforma. Así, cuando la reforma afecte al conjunto de la Constitución o bien a los contenidos de su Título Preliminar, de la Sección Primera del Capítulo II del Título I ó el Título II de la misma, deberá seguirse el procedimiento previsto en el art. 168, el cual exige para poder llevar a cabo dicha reforma el cumplimiento de unos requisitos más difíciles. Si, por el contrario, la reforma pretendida no afecta a dichos contenidos, el procedimiento a seguir para la reforma viene recogido en el art. 167, resultando el mismo menos gravoso. 

			1.7.2.1. Procedimiento ordinario o común (art. 167)

			En el procedimiento ordinario o común, la iniciativa de reforma debe ser aprobada por mayoría de tres quintos de cada Cámara.

			Si no hubiera acuerdo entre ambas Cámaras, se intentará obtenerlo mediante la creación de una Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, la cual presentará un texto alternativo que será votado por el Congreso de los Diputados y por el Senado, debiéndose aprobar el mismo en cada Cámara por igual mayoría (3/5). 

			Si tampoco en este segundo intento se alcanzase el consenso necesario, y siempre que el texto hubiese obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso de los Diputados podrá aprobar la reforma por mayoría de dos tercios, desbloqueándose con esta posibilidad el procedimiento de reforma constitucional. 

			Por último, el art. 167 prevé la posibilidad (que no obligación) de celebrar un referéndum de ratificación de la reforma aprobada por las Cortes Generales. Dicho referéndum tendrá lugar si así lo solicita, dentro de los quince días siguientes a la aprobación de la reforma, una décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras. 

			Mediante el procedimiento ordinario se han tramitado las dos reformas de la Constitución que ha habido hasta la fecha:

			
					
–	Art. 13.2 (año 1992).

					
–	Art. 135 (año 2011).

			

			En ninguna de las dos ocasiones se celebró referéndum de ratificación, por cuanto el mismo no fue solicitado por los parlamentarios, que, como se han indicado, es una exigencia para su celebración.

			1.7.2.2. Procedimiento especial (art. 168)

			En el artículo 168 se prevé un procedimiento especial para el supuesto en el que la reforma afecte al conjunto de la Constitución, o parcialmente, al Título Preliminar, a la Sección Primera del Capítulo Segundo del Título I o al Título II. 

			La tramitación de la reforma en estos supuestos se divide en tres fases:

			
					
–	Aprobación de la iniciativa de reforma por mayoría de 2/3 de cada Cámara, tras lo cual se procederá a la disolución inmediata de las mismas (y convocar elecciones generales).

					
–	Las nuevas Cámaras que resulten elegidas deberán ratificar la decisión de reformar la Constitución y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, el cual deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de cada Cámara (sin posibilidad mayorías distintas). 

					
–	Aprobada la reforma constitucional por las Cortes Generales, ésta será sometida a referéndum para su ratificación (el referéndum es pues obligatorio).


			

			1.8. La defensa jurídica de la Constitución

			Tradicionalmente, se considera que son dos las garantías fundamentales de una Constitución escrita:

			
					
a)	Por un lado, la existencia de un control de la constitucionalidad de los actos de los órganos del poder público, ejercido por el Tribunal Constitucional. 

			

			El Alto Tribunal es el supremo intérprete de la Constitución y árbitro imparcial e inapelable de los conflictos que puedan suscitarse por el desarrollo legislativo de aquélla. Dicho órgano, regulado en el Título IX de la misma y en la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, tiene como función declarar lo que resulta incompatible con la Constitución.

			Los procedimientos a través de los que el Tribunal Constitucional ejerce esta función de defensor de la Constitución son el Recurso de inconstitucionalidad y la Cuestión de inconstitucionalidad, a través de los que controla la constitucionalidad de normas con rango de ley; el Recurso de amparo por violación de los derechos y libertades fundamentales, referido en el art. 53.2; el Conflicto en defensa de la autonomía local, promovido por municipios y provincias contra leyes o normas con rango de ley, tanto estatales como autonómicas, que lesionen la autonomía local constitucionalmente garantizada; además, el Tribunal Constitucional resuelve los Conflictos constitucionales que surjan, bien entre el Estado y una o más Comunidades Autónomas o de dos o más Comunidades Autónomas entre sí, bien entre órganos constitucionales del Estado.

			Queda también en manos del Tribunal Constitucional el control previo de constitucionalidad de los Tratados Internacionales así como de los Proyectos de Estatutos de Autonomía y las propuestas de reforma de los mismos. 

			
					
▷	En el primer caso se trata de evitar la integración en el Derecho Español de normas internacionales contrarias a la Constitución. Se han dado dos casos en los que se hizo uso de esta vía de control:

					
•	En el primero, la Declaración 1/1992 concluyó que España solo podía integrar el Tratado de Maastricht si previamente se reformaba el art. 13.2 CE, como así se hizo (agosto de 1992).

					
•	Y en el segundo, la Declaración 1/2004 dijo que no hacía falta modificar la Constitución para incorporar el Tratado constitucional de la Unión Europea. 

					
▷	El segundo caso tiene por objeto la impugnación del texto definitivo del Proyecto de Estatuto o de la Propuesta de Reforma de un Estatuto, una vez aprobado por las Cortes Generales.

					
▷	Cuando el Tribunal Constitucional declare la inexistencia de la inconstitucionalidad alegada, seguirán su curso los trámites conducentes a su entrada en vigor, incluido, en su caso, el correspondiente procedimiento de convocatoria y celebración de referéndum.

					
▷	Si, por el contrario, el Tribunal Constitucional declara la inconstitucionalidad del texto impugnado, deberá concretar los preceptos a los que alcanza, aquellos que por conexión o consecuencia quedan afectados por tal declaración y el precepto o preceptos constitucionales infringidos. En este supuesto, la tramitación no podrá proseguir sin que tales preceptos hayan sido suprimidos o modificados por las Cortes Generales.

			

			Por último, es necesario resaltar que la reforma en la L.O. del Tribunal Constitucional contenida en Ley Orgánica 15/2015, de 16 de octubre, introduce instrumentos de ejecución que dotan al Tribunal Constitucional de un haz de potestades para garantizar el cumplimiento efectivo de sus resoluciones.

			
					
b)	Por otro lado, la existencia prefijada de un procedimiento de reforma, que además es de carácter rígido, impide por un lado, que la necesaria adecuación de la Constitución a las nuevas exigencias de la sociedad, que lógicamente nunca se pueden prever cuando ésta se redacta ni, por lo tanto, regular, se realice por medios violentos o sin respetar el sistema establecido y, por otro, al fijarse mayores dificultades que las previstas para el cambio o modificación de la legislación ordinaria o, incluso, orgánica, se impide también que la reforma se haga sin contar con un consenso suficiente. A estos efectos nos remitimos a lo dicho antes acerca de los procedimientos de reforma en nuestra Constitución española, concretamente en el Título X. 

			

			1.9. Valores superiores y principios inspiradores de la Constitución

			Los textos constitucionales se elaboran con base en una serie de valores superiores y principios, a partir de los cuales se desarrolla el sistema político y el ordenamiento jurídico que propugnan. 

			1.9.1. Valores superiores

			El art. 1.1 de la Constitución española de 1978 establece que “España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político”. 

			Se trata de valores que, en parte, ya son avanzados por el Preámbulo de la Constitución.

			Conviene señalar la relevancia jurídica del art. 1.1, no sólo por su pertenencia al texto constitucional, lo cual convierte a los valores consagrados en el mismo en un parámetro de constitucionalidad, sino por el lugar que ocupa dentro de la Constitución, resultando necesario para reformar dicho artículo seguir el procedimiento previsto en el art. 168 de la misma.

			En relación con lo primero, el Tribunal Constitucional, en su Sentencia núm. 116/1987, de 7 de julio, estableció que “como regla general, los valores superiores del ordenamiento pueden bastar para promover recursos o plantear cuestiones de inconstitucionalidad”.

			En relación con lo segundo, y sin perjuicio de analizar al detalle dicho procedimiento de reforma, se ha de reseñar su caracterización por la exigencia de un mayor consenso entre los partidos políticos, así como la obligación de someter la reforma operada a un referéndum popular.

			Los valores superiores del ordenamiento jurídico que están consagrados en el art. 1.1 de la Constitución, señalan las metas del Estado español y del Derecho. 

			
					
–	El valor libertad está plagado de las más diversas manifestaciones en el texto constitucional, ya sea de forma expresa o bien de forma tácita.

			

			Así por ejemplo, la Constitución se refiere a la libertad como valor objetivo en su art. 9.2, al establecer que “corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.”

			Por su parte, el valor subjetivo de la libertad queda puesto de manifiesto en las libertades públicas individuales y de participación recogidas esencialmente en el Capítulo II del Título I: libertad ideológica y religiosa (art. 16), libertad personal (art. 17), libertad de residencia y circulación (art. 19), libertad de expresión (art. 20), libertad de enseñanza (art. 27), libertad de sindicación (art. 28), libertad de empresa (art. 38), entre otros.

			
					
–	La justicia implica dar a cada uno lo suyo, así como tratar lo igual de igual manera y lo distinto de manera distinta.

			

			Pero si descendemos del plano abstracto al concreto, apreciamos que tal valor superior descansa en la Constitución en tres momentos distintos: norma jurídica, proceso y juez.

			La garantía de la justicia de las leyes reside en la legitimación democrática de los representantes del pueblo, encargados de aprobar las mismas (art. 66).

			La justicia del proceso y del juez queda garantizada en el artículo 24 del texto constitucional, el cual establece que:

			“1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

			2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia.”

			La justicia no es sólo un valor que se proyecta sobre muchos artículos de la Constitución, sino que dispone de un Título, el VI, el cual establece las bases organizacionales de la administración de justicia, al que debe sumarse en parte el Título IX, referente a la justicia constitucional.

			
					
–	El valor igualdad se positiviza constitucionalmente tanto en el artículo 14 de la Constitución, el cual recoge el derecho a la igualdad formal ante la ley, como en el art. 9.2 de la misma, que establece la obligación de los poderes públicos de promover las condiciones para que la libertad e igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas.


			

			Por tanto, a la igualdad como ausencia de privilegios se une la igualdad social.

			Además de su consagración en estos dos importantes artículos, el valor superior igualdad tiene su trasunto en algunos preceptos concretos de la Constitución, como es el caso del art. 35, el cual predica la igualdad en el trabajo, sin que pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

			El emplazamiento de la igualdad, como valor superior, junto con la libertad, es significativo y demuestra que el constituyente entendió que ambos valores lejos de ser contrapuestos han de ser necesariamente conjugados. 

			
					
–	El reflejo más claro dentro del texto constitucional del valor pluralismo político lo encontraremos en el artículo 6 de la misma, el cual afirma que “los partidos políticos expresan el pluralismo político”.

			

			Así mismo, se ha destacado su valor de instrumento para la consecución del valor libertad, esencialmente, así como de los valores igualdad y justicia.

			Para el Tribunal Constitucional, el pluralismo político no solo veta la posibilidad de implantar el partido único (STC 4/1981, de 2 de febrero), sino que también impide la prohibición de partidos políticos de ideología análoga, al argumentar en su Sentencia núm. 107/1991, de 13 de mayo, que “no cabe negar la posibilidad, fruto del pluralismo político, de que una misma corriente ideológica pueda tener diversas expresiones políticas, que, consecuentemente, lleven a denominaciones parcialmente coincidentes”. 

			1.9.2. Principios inspiradores de la Constitución

			A la hora de hablar de los principios inspiradores de nuestra norma suprema, es de referencia obligada el Título Preliminar que recoge los principios básicos sobre los que la Constitución pretende establecer el orden social, político, institucional y territorial del Estado.

			
					
–	El artículo 1.1 define el Estado español como un “Estado social y democrático de Derecho”.

					
▷	En un Estado de Derecho el poder político se encuentra sometido a los límites impuestos por ley, como expresión de la voluntad popular, y de la Constitución, que es la ley de leyes. Así, el artículo 9.1 establece que “los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico”.

					
▷	Un Estado democrático se caracteriza por el carácter electivo de los órganos políticos, en los cuales el pueblo, titular de la soberanía, delega su ejercicio. Así, el artículo 1.2 de la Constitución establece que “La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.”


					
▷	Un Estado social se caracteriza por asumir servicios prestacionales y articular mecanismos de protección para la sociedad (sanidad pública, sistema de pensiones, subsidio de desempleo, etc.)

					
–	En el artículo 1.3 se establece que la forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria. En su virtud, la Jefatura del Estado reside en el titular de la Corona española que es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón, tal y como se indica en el artículo 57.1 de la Constitución; pero esta Monarquía se encuentra ubicada dentro de un sistema parlamentario, debido a lo cual, el poder legislativo representado en las Cortes Generales mantiene una posición preeminente, constituyendo un ejemplo de ello la responsabilidad política del Gobierno ante el Congreso de los Diputados, sin que por otra parte el Monarca disponga de poderes reales y efectivos, limitándose sus intervenciones a los casos establecidos en la Constitución y en las leyes.

					
–	El artículo 2 reconoce y garantizar el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones, y la solidaridad entre ellas. En el mismo precepto, se recoge el principio de unidad que constituye el fundamento esencial de la propia Constitución y que implica un límite al principio de autonomía, en la medida en que es la condición lógica previa de ésta.

			

			Como reconocimiento a esa diversidad de nacionalidades y regiones que integran el Estado español, el artículo 3 de la Constitución proclama el castellano como lengua oficial del Estado pero reconoce a aquellas Comunidades Autónomas con idioma propio que estas lenguas sean también oficiales junto con el castellano en sus territorios.

			
					
–	Si bien ya hemos hablado más arriba del pluralismo político, el artículo 7 instaura el pluralismo social, reconociendo las funciones esenciales que para la integración de los intereses sociales y económicos realizan los sindicatos y las asociaciones empresariales.

					
–	Por último, el artículo 9.3 de la Constitución nos garantiza que toda actuación de los poderes públicos estará predeterminada por la ley; con ello se garantiza la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. Como pilar necesario para ello, el texto constitucional consagra el principio de seguridad jurídica, que significa, como afirma la doctrina mayoritaria, predictibilidad, es decir, que los ciudadanos puedan predecir las consecuencias jurídicas que se derivan de un determinado acto, para lo cual es fundamental el principio de publicidad de las normas.

			

			Otro principio relacionado con el de seguridad jurídica es el de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales.

			En el mismo precepto se encuentra garantizada la jerarquía normativa que parte de la evidente pluralidad de clases de normas que coexisten en el seno del ordenamiento jurídico, y significa que estas normas de diversas categorías mantienen una relación jerárquica entre sí. 

			Como consecuencia final de todo lo que el artículo 9.3 de la Constitución nos garantiza, tenemos el reconocimiento de la responsabilidad de los poderes públicos. Reconocimiento que expresamente se regula referido a los daños causados por la Administración de Justicia, garantizando una indemnización a cargo del Estado.

			1.10. Derechos y deberes fundamentales y las libertades públicas en España

			La Constitución española recoge en su Título I un catálogo de derechos, libertades y deberes que disponen los ciudadanos, con las restricciones que en cada caso se establecen en el texto constitucional. 

			El Título I de la Constitución dispone de un total de 46 artículos agrupados en cinco capítulos, llevándose a cabo una división de los derechos, libertades y deberes reconocidos en los mismos que tendrá directa repercusión sobre los diferentes niveles de protección que nuestra Carta Maga les confiere. 

			El artículo 10 sirve de pórtico al Título I: “La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social”.

			Comienza la Sección 1ª del Capítulo II del Título I, el artículo 14 en el que se reconoce la tradicional igualdad ante la ley o igualdad legal. Estos artículos se completan con otros preceptos que imponen la igualdad en otros casos: “los hijos, iguales éstos ante la ley, con independencia de su filiación (art. 39.2), las mujeres en el campo laboral (art. 35.1 in fine), en el acceso a los cargos públicos (art. 23.2), y los deberes tributarios (art. 31.1).

			En el artículo 15 se protege no solo el derecho a la vida, sino también el derecho a la integridad física y moral, quedando prohibidas de forma expresa la tortura, así como las penas o tratos inhumanos o degradantes. La pena de muerte está abolida; no obstante, esta abolición no es completa por cuanto se prevé una importante salvedad: “lo que puedan disponer las leyes penales militares en tiempos de guerra”. Actualmente, se encuentra abolida por la Ley Orgánica 11/1995, de 27 de noviembre, de abolición de la pena de muerte en tiempo de guerra.

			En el artículo 16 la libertad de conciencia se extiende a la libertad ideológica y a las manifestaciones externas de la libertad religiosa (libertad de culto) reconocida no solo a los individuos sino también a las comunidades. El apartado segundo establece una importante garantía suplementaria al impedir que se pueda obligar a nadie a declarar sobre sus propias creencias o convicciones. Este precepto se complementa con la objeción de conciencia que se reconoce en el artículo 30.2 respecto a las obligaciones militares de los españoles y el artículo 27.3 que garantiza a los padres el derecho de que “sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones”.

			El artículo 17 establece una serie de garantías que deben acompañar a los casos de detención preventiva:

			
					
–	La detención preventiva no ha de “durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de 72 horas el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición judicial”. 

					
–	Derecho a ser informado, “de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención”.

					
–	Derecho a no ser obligado a declarar.

					
–	Derecho a la asistencia de abogado en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

					
–	El Derecho de “Habeas corpus”.

			

			El artículo 18 reconoce:

			
					
–	El derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen desarrollado a través de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y Familiar y a la Propia Imagen.

					
–	La inviolabilidad del domicilio, debiendo cualquier entrada o registro sin consentimiento del titular hacerse previa resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

					
–	La inviolabilidad de las comunicaciones, a reserva igualmente de resolución judicial. 

					
–	La protección frente a la informática, tanto en orden a garantizar el honor y la intimidad personal y familiar como para garantizar el ejercicio de los derechos de los ciudadanos. Actualmente se encuentra en vigor la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.


			

			En el artículo 19 se garantiza a los españoles la libre elección de domicilio y la libre circulación por el territorio nacional, no pudiendo los poderes públicos adoptar en situaciones ordinarias medidas que restrinjan y obstaculicen el ejercicio de estos derechos.

			Dentro del artículo 20 quedan comprendidas las siguientes libertades:

			
					
–	La libertad de expresar y divulgar, por cualquier medio, las propias ideas.

					
–	La libertad de creación artística, literaria, científica y técnica, debiendo considerarse comprendida entre estas últimas la libertad de investigación.

					
–	La libertad de cátedra.

					
–	La libertad informativa, seguida del derecho a una información veraz. Esta libertad viene asegurada mediante el reconocimiento de la cláusula de conciencia y el secreto profesional.

			

			Se abole la censura previa y se limita el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información a la necesidad de resolución judicial. Fundamental en esta materia es el control de los medios de comunicación social dependientes del Estado y demás entes públicos, en especial la radio y la televisión, que el apartado tercero, somete al control parlamentario, garantizando su acceso a los grupos sociales y políticos significativos.

			En los artículos 21 y 22 se reconocen las libertades públicas de reunión, manifestación y asociación. Así, en el artículo 21 se garantiza el derecho de reunión pacífica y sin armas, que no necesitará autorización previa. En el caso de que transcurran en lugares de tránsito público y manifestaciones, será necesario comunicarlo previamente a la autoridad, que solo podrá prohibirlas “cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes”. 

			Por otro lado, de la misma forma que queda reconocido y garantizado el ejercicio del derecho de asociación en el artículo 22, el artículo 34 ampara el derecho de fundación y protege su ejercicio.

			Entre los derechos políticos reconocidos en la Constitución, el que lo es por excelencia, es el derecho de sufragio, reconocido en el artículo 23. El derecho de sufragio incluye tanto el sufragio activo como el sufragio pasivo, garantizando dicho precepto el acceso a los cargos públicos en condiciones de igualdad. 

			El derecho a sufragio es un derecho esencialmente de los españoles, si bien el texto constitucional recoge una salvedad en el artículo 13.2 que permitirá, eventualmente, a ciudadanos de otros países, atendiendo a criterios de reciprocidad, reconocida por tratado o por ley, ejercer el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales.

			El otro derecho político tradicional es el derecho de petición, reconocido en el artículo 29 de la Constitución a todos los españoles, aunque limitado solo a su ejercicio individual en el caso de los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar.

			En el artículo 24 se garantiza el derecho a la tutela judicial efectiva. Con objeto de hacer efectivo este derecho se reconocen igualmente otros como son el derecho al juez ordinario predeterminado por la Ley, a la defensa y asistencia de letrado, a ser informado de la acusación formulada, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpable y a la presunción de inocencia.

			Ya en el artículo 25 se establece que en caso de ser declarado culpable, el condenado a una pena privativa de libertad no podrá realizar trabajos forzados. Las penas, por otro lado, deberán orientarse hacia la reeducación y reinserción social del penado. Asimismo, se señala que el condenado seguirá gozando de sus derechos fundamentales, salvo los que se limiten por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la pena penitenciaria.

			La libertad de enseñanza se concreta en la libertad reconocida a las personas físicas y jurídicas para crear centros docentes “dentro del respeto a los principios constitucionales” (art. 27.6). Asimismo, en el artículo 27, se declara la enseñanza básica como obligatoria y gratuita y se reconoce la autonomía de las Universidades.

			El derecho de asociación sindical se reconoce en el artículo 28.1, comprendiendo el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección; si bien, se atribuye a la ley tanto la posibilidad de limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar como la regulación de las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. 

			En el apartado segundo del mismo artículo 28 se garantiza el derecho de huelga, que ha sido tradicionalmente uno de los instrumentos más importantes de los trabajadores en la lucha por la defensa de sus intereses, siempre que se establezcan las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. Con carácter más general se reconoce en el artículo 37.2 el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo.

			En cuanto a los deberes constitucionales, éstos derivan de la vinculación de los ciudadanos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, como enuncia el artículo 9.1. Suponen un conjunto de obligaciones, bien personales, bien patrimoniales, impuestas a los individuos para tutelar los intereses colectivos de la comunidad en que aquéllos se integran.

			Entre los deberes constitucionales destacan el deber de defensa y el de tributación.

			La consagración del deber de defensa en el artículo 30, se complementa con el reconocimiento del derecho a la objeción de conciencia del apartado segundo. No obstante, es importante señalar que, a través de los Reales Decretos 247/2001, de 9 de marzo y 342/2001, de 4 de abril, quedan suspendidas la prestación del servicio militar y la prestación social sustitutoria del mismo respectivamente, a partir del 31 de diciembre de 2001.

			El deber de tributación es un deber de carácter patrimonial que responde a la obligación general de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos (artículo 31). Se rige por los principios de capacidad económica, igualdad y progresividad, sin que en ningún caso llegue a tener alcance confiscatorio.

			1.11. Garantías y restricciones

			Un tema extraordinariamente importante es el de las garantías establecidas en la Constitución para proteger a los derechos y libertades que en la misma se reconocen. 

			Las garantías más importantes en este sentido se encuentran establecidas en su artículo 53, en el cual se gradúan diferentes niveles de protección:

			Así en el apartado primero del citado artículo, se indica que todos los derechos y libertades del Capítulo II del Título I (comprensivo de los artículos 14 al 38) vinculan a los poderes públicos y solo podrán regularse por ley, ley que ha de respetar en todo caso el contenido esencial del derecho o libertad y que podrá ser controlada mediante el recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional. La explícita reserva de ley excluye el Decreto-ley, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 86 del texto constitucional.

			Según el apartado segundo del mismo artículo 53, algunos de los derechos y libertades del Capítulo II gozan además de una protección reforzada. Concretamente, se trata del artículo 14 y de los derechos fundamentales y las libertades públicas contenidos en la Sección 1ª del citado Capítulo II (arts. 15 al 29), los cuales podrán ser recabados ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad.

			Igualmente, ante la vulneración de dichos derechos y libertades, se podrá acudir al Tribunal Constitucional y plantear ante el mismo un recurso de amparo, siendo aplicable este último recurso también a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.2. 

			Además, el desarrollo de los derechos y libertades de la Sección 1ª del Capítulo II precisa de una ley orgánica por exigencia del artículo 81, quedando prohibida en esta materia la delegación legislativa (artículo 82). Dichos derechos y libertades además son de aplicación directa y una posible modificación constitucional que les afectara se equipara a la reforma total de la Constitución, debiendo seguirse para ello el procedimiento recogido en el artículo 168 de la misma. Es, pues, el núcleo duro de los derechos constitucionales.

			Finalmente, el apartado tercero del artículo 53 se refiere al Capítulo III (comprensivo de los artículos 39 al 52), dedicado a los principios rectores de la política social y económica, cuya efectividad depende de la ley, pues solo podrán alegarse ante los Tribunales de acuerdo con las leyes que los desarrollen. Estos principios, no obstante, informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos.

			Otro garante de los derechos y libertades reconocidos por la Constitución, es el Defensor del Pueblo, institución recogida en el artículo 54 de la misma como alto comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en el Título I, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. Su régimen jurídico se completa con la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, la Ley 36/1985, de 6 de noviembre, por la que se regulan las relaciones entre la Institución del Defensor del Pueblo y las figuras similares de las distintas Comunidades Autónomas y el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Defensor del Pueblo, aprobado por las Mesas del Congreso y del Senado, a propuesta del Defensor del Pueblo, en su reunión conjunta de 6 de abril de 1983.

			Por su parte, el artículo 104 de la Constitución atribuye a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad la misión de proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades, y garantizar la seguridad ciudadana. Igualmente, el artículo 124.1 de la misma establece como una de las funciones del Ministerio Fiscal la defensa de los derechos de los ciudadanos.

			Finalmente la Constitución contempla unas situaciones extraordinarias que permitirían, excepcionalmente, que los derechos y libertades constitucionalmente garantizados pudieran ser suspendidos. 

			Para conocer los supuestos en los cuales se permitiría la suspensión de derechos y libertades, así como para saber qué derechos serían susceptibles de ser suspendidos en esos casos, hay que acudir a lo dispuesto en el artículo 55.

			En dicho precepto se contempla una suspensión general y una suspensión individual de derechos:

			
					
–	Suspensión general de derechos: cuando se acuerde la declaración de los Estados de Excepción o de Sitio, regulados en el artículo 116 de la Constitución y en la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los Estados de Alarma, Excepción y Sitio, podrán suspenderse los siguientes derechos:

			

			
					
1.	El derecho a la libertad y a la seguridad reconocido en el artículo 17 de la Constitución, salvo el contenido del apartado tercero del mismo, que solo podrá suspenderse en Estado de Sitio.

					
2.	El derecho a la inviolabilidad de domicilio y al secreto de las comunicaciones (art. 18.2 y 3).

					
3.	El derecho a la libre elección de residencia, a la libre circulación por el territorio nacional y a entrar y salir libremente de España (art. 19).

					
4.	El derecho a expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción; el derecho a comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión; la exigencia de resolución judicial como requisito imprescindible para poder efectuar el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información (art. 20.1.a) y d) y 5).

					
5.	El derecho de reunión y manifestación (art. 21).

					
6.	El derecho de huelga (art. 28.2).

					
7.	El derecho a adoptar medidas de conflicto colectivo (art. 37.2).

			

			
					
–	Suspensión individual de derechos: en este caso se requiere que una ley orgánica determine la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, pueden suspenderse para personas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas, los siguientes derechos:

			

			
					
1.	La garantía de la duración máxima de setenta y dos horas de la detención preventiva (art. 17.2).

					
2.	El derecho a la inviolabilidad de domicilio y al secreto de las comunicaciones (art. 18.2 y 3).

			

			La utilización injustificada y abusiva de estas medidas, a tenor del último inciso del artículo 55.2, puede dar lugar a responsabilidad -penal según el texto constitucional, también civil según la legislación de desarrollo- como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes; lo cual es lógico, si se tiene en cuenta que la suspensión de derechos y libertades es una medida cuya adopción, según venimos diciendo, ha de ser muy excepcional, y que solo se justifica en casos también excepcionales.

			2. Las Cortes Generales

			El artículo 66.2 de la Constitución establece que “Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.”

			Las Cortes Generales tienen una posición preeminente en la Constitución, al formar parte de las mismas los representantes del pueblo, que es el titular de la soberanía nacional según se dispone en el art. 1.2.

			Dicha superioridad se manifiesta en dos aspectos:

			
					
1.	Las Cortes Generales es el único órgano que puede legislar “strictu sensu”


					
2.	Las Cortes Generales es el único órgano que puede controlar al poder ejecutivo o Gobierno de forma efectiva.

			

			A fin de garantizar la independencia en el ejercicio de sus funciones, el artículo 66.3 de la Constitución establece que las Cortes Generales son inviolables. Igualmente dicha inviolabilidad se extiende a sus miembros (art. 71.1) quienes así mismo gozarán de inmunidad durante el período de su mandato y sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de la Cámara respectiva (art. 71.2), correspondiendo el enjuiciamiento de las causas contra los mismos a la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

			2.1. Composición

			Las Cortes Generales tienen una estructura bicameral, estableciendo el artículo 66.1 de la Constitución que las mismas “están formadas por el Congreso de los Diputados y el Senado”.

			2.1.1. El Congreso de los Diputados

			El artículo 68.1 de la Constitución establece que: “El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados……………en los términos que establezca la ley”.

			Esta inconcreción constitucional respecto al número de miembros del Congreso de los Diputados ha sido solventada por la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (en adelante LOREG) cuyo art. 162.1 señala que “el Congreso está formado por trescientos cincuenta Diputados”. 

			El artículo 68.1 de la Constitución establece así mismo que los mismos serán elegidos por “sufragio universal, libre, igual, directo y secreto”. 

			El sufragio ha de ser universal. Esta formulación supone la culminación de un largo proceso de luchas que en España concluye en la II República con el reconocimiento del voto femenino. 

			El sufragio ha de ser libre. Implica la prohibición de cualquier tipo de presiones o coacciones en el proceso de formación de la voluntad y emisión del sufragio por el ciudadano. Su formulación constitucional se presenta como una réplica a las prácticas de corrupción electoral (identificadas bajo el concepto de caciquismo), muy frecuentes en los procesos electorales del siglo XIX, en particular en las áreas rurales.

			El sufragio ha de ser directo. Implica la prohibición de los primitivos sistemas de elección indirecta, en los cuales el votante no elegía directamente a sus representantes sino a unos intermediarios, denominados compromisarios, que a su vez eran quienes designaban a aquéllos.

			El sufragio ha de ser secreto. Lo cual garantiza la libertad, en la medida que permite eludir coacciones o intromisiones en el sufragio. Ello obliga a la Administración electoral a facilitar los medios técnicos y materiales que garanticen este secreto (cabinas, urnas, etc.).

			El art. 68.5 determina que son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. No obstante debe tenerse en cuenta el sistema de inelegibilidades y de incompatibilidades establecido para diputados y senadores en el artículo 70 de la Constitución, y que es desarrollado por la LOREG.

			El artículo 68.2 de la Constitución establece como circunscripción electoral la provincia, dejando al desarrollo de una ley posterior la distribución entre las mismas del número total de Diputados. En todo caso, dicha ley deberá asignar a cada provincia una “representación mínima inicial”, debiéndose distribuir los demás diputados “en proporción a la población”. Además, el art. 68.2 establece que las ciudades de Ceuta y Melilla estarán representadas en el Congreso de los Diputados mediante un Diputado cada una de ellas. 

			En base a dicha habilitación constitucional el art. 162 (apartados 2 y 3) de la LOREG fija el número mínimo inicial de Diputados de cada provincia en dos, distribuyendo los restantes según un procedimiento proporcional con sistema de mayores restos. 

			El sistema de reparto de escaños en el Congreso de los Diputados viene establecido en el art. 163 de la LOREG, consagrándose en el mismo el llamado sistema D’Hondt. En todo caso, para obtener escaños las candidaturas presentadas deben de obtener al menos el tres por ciento de los votos válidos emitidos en la circunscripción electoral. 

			El art. 68.4 de la Constitución establece que el Congreso de los Diputados será elegido por cuatro años. Por tanto, el fin del mandato de los diputados, amén de por otras causas (fallecimiento, renuncia, sentencia judicial firme que así lo comporte ó disolución anticipada de la Cámara) sobreviene automáticamente cuando hayan transcurrido cuatro años desde su elección, sin perjuicio de la prórroga en sus funciones de los miembros, titulares y suplentes, de la Diputación Permanente hasta la constitución de la nueva Cámara. 

			Por último, el artículo 68.6 indica que “las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El Congreso electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las elecciones”. 

			2.1.2. El Senado

			El artículo 69.1 de la Constitución define al Senado como “la Cámara de representación territorial”, recogiendo el artículo 69.2 que en cada provincia se elegirán cuatro senadores, por sufragio universal, libre, directo y secreto. Hay que interpretar este precepto en relación con los restantes apartados de dicho artículo y por lo tanto hay que entender que cuando en el mismo se habla de provincias, la Constitución se refiere exclusivamente a las provincias peninsulares.

			La representación de las provincias insulares en el Senado viene establecida en el artículo 69.3, que fragmenta a las mismas a estos efectos en islas. Así, las tres islas mayores -Gran Canaria, Mallorca y Tenerife- eligen tres senadores cada una de ellas y las restantes islas o agrupaciones de islas (Ibiza-Formentera, Menorca, Fuerteventura, Gomera, Hierro, Lanzarote y La Palma) a un senador cada una de ellas.

			Las ciudades de Ceuta y Melilla están respectivamente representadas por dos senadores (art. 69.4 C.E.).

			Por último, cada una de las Comunidades Autónomas designará a un Senador y otro más por cada millón de habitantes de su respectivo territorio (art. 69.5 C.E.). Dicha designación “corresponderá a la asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano colegiado superior de la Comunidad Autónoma de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que asegurarán en todo caso, la adecuada representación proporcional”. 

			En resumen, la Constitución Española fija un parámetro lineal y otro variable respecto al número de senadores que corresponde designar a cada Comunidad Autónoma. El lineal exige que cada Comunidad cuente, al menos, con un senador independiente de la población con que cuente. Esta vía asegura, pues, diecisiete senadores con carácter fijo. Además, las Comunidades Autónomas designan otro senador más por cada millón de habitantes de su respectivo territorio. Esta variante implica que muchas Comunidades que no llegan al millón de habitantes sólo designan un senador.

			Ya que el número de habitantes es un dato variable, el art. 165.4 de la LOREG señala que: “A efectos de dicha designación el número concreto de senadores que corresponda a cada Comunidad Autónoma se determinará tomando como referencia el censo de población del derecho vigente en el momento de celebrarse las últimas elecciones generales al Senado”. 

			También el Senado es elegido por cuatro años, terminando por tanto el mandato de los Senadores cuatro años después de su elección (con las mismas salvedades indicadas para los miembros del Congreso de los Diputados). 

			Por lo que se refiere a la celebración de las elecciones al Senado, nada dice la Constitución al respecto, pero la doctrina entiende que resulta aplicable el mandato constitucional establecido en el art. 68.6, de tal manera que las mismas han de celebrarse debiendo celebrarse entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato, y el Senado electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las elecciones.

			A este respecto hay que indicar que hasta ahora la regla general ha sido la celebración conjunta de elecciones para ambas Cámaras, tanto por razones de economía como para no provocar el cansancio del cuerpo electoral, pero ello no resulta obligatorio. Así el artículo 115.1 de la Constitución permite disolver y convocar elecciones por separado para cada Cámara. 

			Por lo que se refiere al desarrollo de las elecciones al Senado, aunque los candidatos aparecen agrupados por partidos políticos en la papeleta de votación, las candidaturas son individuales a efectos de votación y escrutinio, de tal modo que el elector puede votar a candidatos de fuerzas políticas diversas (se trata por tanto de un procedimiento distinto del de las listas de partido, cerradas y bloqueadas, del Congreso de los Diputados). 

			Serán proclamados electos aquellos candidatos que obtengan mayor número de votos hasta complementar el de Senadores asignados a la circunscripción.

			2.2. Estatuto de los diputados y senadores

			El estatuto de los Diputados y Senadores se contiene en sus líneas generales en la Constitución y se desarrolla en los Reglamentos de las respectivas Cámaras:

			
					
–	El art. 67.1 de la Constitución establece que nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.


					
–	El artículo 67.2 de la Constitución establece que los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.

			

			No están por tanto obligados a rendir cuentas ni a la formación política en que militan ni a la circunscripción por la que fueron elegidos, sino únicamente ante la Nación globalmente considerada, quien se manifestará en las siguientes elecciones. Del mismo modo, no están obligados a cumplir instrucciones de nadie. No obstante, ello debe entenderse matizado por la influencia de los partidos políticos, auténticos protagonistas de la vida política, y por la disciplina que éstos imponen a sus miembros.

			
					
–	El artículo 71.1 de la Constitución establece que los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones. Disponen pues de plena libertad de palabra en el ejercicio de su función representativa, libertad que los Reglamentos de las Cámaras respectivas extienden también al voto, ya que éste se considera una expresión de sus opiniones. La inviolabilidad está garantizada aún después de terminado el mandato, de modo que Diputados y Senadores no pueden ser perseguidos por opiniones vertidas o votos emitidos en el ejercicio de sus funciones, tras abandonar el cargo.


					
–	El artículo 71.2 de la Constitución así mismo establece que durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán de inmunidad por los actos ajenos a su función y sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito, detención que deberá ser comunicada inmediatamente a la Presidencia de la Cámara correspondiente. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de la Cámara respectiva. Sólo se goza de inmunidad durante el período de mandato.

					
–	El artículo 71.3 de la Constitución establece que en las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 


					
–	Por último la Constitución reconoce a Diputados y Senadores otros derechos como:

					
▷	El derecho de voto, que es personal e indelegable (art. 79.3).

					
▷	El derecho a plantear preguntas e interpelaciones al Gobierno (art. 111.1)


					
▷	El derecho a una asignación económica que será fijada por la Cámara correspondiente (art. 71.4)

					
▷	El derecho a plantear, junto con otros parlamentarios, recursos de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley (art. 162: 50 Diputados ó 50 Senadores).

			

			2.3. Órganos y funcionamiento de las Cámaras

			El artículo 72 de la Constitución reconoce a las Cámaras autonomía orgánica y funcional. En ejercicio de dicha autonomía, las Cámaras aprobaron sus respectivos Reglamentos, los cuales desarrollan lo dispuesto en la Constitución en relación con los órganos de las mismas y las funciones que corresponden a los mismos. 

			El Reglamento del Congreso de los Diputados es de fecha 10 de febrero de 1982. Por su parte, el Reglamento del Senado es de fecha 3 de mayo de 1994.

			2.3.1. Órganos

			Son órganos comunes a ambas Cámaras, con ligeras variantes en su regulación según sus respectivos reglamentos, los siguientes:

			2.3.1.1. Órganos de dirección

			
					
a)	Los presidentes de las Cámaras, según el artículo 72.3 de la Constitución, “ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes”. 

			

			Cada uno de ellos preside también la respectiva Diputación Permanente (art. 78.2 C.E.). 

			Además, la Constitución atribuye al Presidente del Congreso de los Diputados la función de presidir las reuniones conjuntas de las Cámaras (art. 72.2 C.E.) o refrendar la propuesta y el nombramiento del Presidente del Gobierno así como la disolución de las Cortes Generales prevista en el artículo 99 (art. 64.1 C.E.).

			Las funciones del Presidente del Congreso de los Diputados se completan con las establecidas en el Reglamento del Congreso:

			
					
▷	Ostentar la representación de la Cámara

					
▷	Asegurar la buena marcha de sus trabajos

					
▷	Dirigir los debates y mantener el orden de los mismos

					
▷	Cumplir y hacer cumplir el Reglamento, interpretándolo y supliéndolo en los casos de duda y omisión.

			

			Por su parte el Reglamento del Senado indica que su Presidente es el portavoz de la Cámara y su representante nato, y le compete:

			
					
▷	La convocatoria y presidencia de las sesiones del Pleno y de las Comisiones cuando lo estime conveniente

					
▷	Mantener el orden de los debates y dirigirlos

					
▷	Mantener la comunicación con el Gobierno y las autoridades

					
▷	Interpretar, suplir lagunas y velar por la observancia del Reglamento

					
▷	Mantener la disciplina parlamentaria

					
▷	Recabar, junto con el Presidente del Congreso de los Diputados, la sanción de los textos legislativos aprobados por las Cámaras.

			

			Tanto el Presidente del Congreso de los Diputados como el del Senado son elegidos por mayoría absoluta de la Cámara respectiva. 

			
					
b)	Las Mesas de las Cámaras están compuestas por el Presidente, los Vicepresidentes (cuatro en el Congreso de los Diputados y dos en el Senado) y los Secretarios (cuatro en ambas). 

			

			Salvo sus Presidentes, los demás miembros de las Mesas son elegidos por mayoría simple de votos.

			Las mesas de las Cámaras tienen atribuidas las siguientes funciones:

			
					
▷	Dirigir y coordinar los trabajos parlamentarios, fijando el calendario de actividades del Pleno y de las Comisiones para cada periodo de sesiones.

					
▷	Calificar los escritos y documentos de índole parlamentaria, y declarar la admisibilidad o inadmisibilidad de los mismos.

					
▷	Elaborar el proyecto de presupuesto de la Cámara, así como dirigir y controlar la ejecución del mismo.

					
▷	Ordenar los gastos de la Cámara.

					
▷	Recibir los proyectos y proposiciones de ley, y acordar su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes.

					
▷	Son, en materia administrativa y de personal, órganos superiores y ostentan la representación colegiada de la Cámara

			

			
					
c)	Las Juntas de Portavoces son órganos colegiados de dirección de los trabajos parlamentarios compuestos por los portavoces de todos los grupos parlamentarios. Tienen como facultad más importante la de fijar el orden del día de los Plenos.


			

			La Junta de Portavoces es presidida por el Presidente de la Cámara respectiva y funciona de acuerdo con el criterio del voto ponderado, en virtud del cual cada portavoz dispone de un número de votos igual al número de parlamentarios que componen el grupo que representa.

			2.3.1.2. Órganos de trabajo

			
					
a)	El Pleno. El artículo 75.1 de la Constitución determina que las Cámaras funcionarán en Pleno y en Comisiones. El Pleno es la reunión de todos los miembros que componen la Cámara. No obstante, dicho afirmación únicamente resulta válida a efectos de distinguir el Pleno de la Cámara de sus Comisiones, pero en sentido estricto el Pleno no tiene por qué coincidir con la totalidad de los miembros de la Cámara, quedando válidamente constituido cuando asistan la mitad más uno de sus miembros.

			

			A pesar del fortalecimiento de las Comisiones, a las que incluso la Constitución les atribuye en determinados supuestos función legislativa plena, el Pleno es el órgano que dispone de las funciones más importantes dentro de la Cámara respectiva.

				sí por ejemplo el Reglamento del Congreso de los Diputados reserva al Pleno de dicha Cámara la aprobación de la Ley de los Presupuestos Generales del Estado, las decisiones sobre la reforma constitucional, la convalidación de los Decretos-Leyes, etc.

			El artículo 80 de la Constitución establece que las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo contrario de cada Cámara, adoptado por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

			
					
b)	Las Comisiones estarán formadas por los miembros que designen los grupos parlamentarios en el número que, respecto de cada uno, indique la Mesa del Pleno de la Cámara respectiva, y en proporción a la importancia numérica de aquellos en dicha Cámara.

			

			Sus integrantes elegirán una Mesa que estará compuesta por un Presidente, dos Vicepresidentes y dos Secretarios.

			A las Comisiones corresponde conocer de los proyectos, proposiciones o asuntos que se les encomienden, de acuerdo con sus respectivas competencias, por la Mesa de la Cámara.

			Dentro de las Comisiones, hemos de distinguir las Comisiones Permanentes y las No Permanentes. 

			Así, mientras que las primeras sobreviven a la legislatura, las segundas tienen carácter temporal, extinguiéndose al finalizar el estudio del asunto que motivó su creación o, en todo caso, al finalizar la legislatura. Un ejemplo de Comisiones No Permanentes son las Comisiones de Investigación para cualquier asunto de interés público, previstas en el artículo 76 de la Constitución.

			Las Comisiones Permanentes se dividen, a su vez, en Legislativas y No legislativas. 

			En las Comisiones Permanentes Legislativas el Pleno de la Cámara puede delegar la aprobación de proyectos o proposiciones de ley, pudiendo, no obstante, recabar el Pleno en cualquier momento el debate y votación de cualquier proyecto o proposición de Ley que haya sido objeto de esta delegación. Quedan exceptuadas de la posibilidad de delegación, la reforma constitucional, las cuestiones internacionales, las Leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado (art. 75.2)

			Las Comisiones Permanentes No Legislativas serán aquellas que con tal carácter deban constituirse en virtud de una disposición legal y las relacionadas en los propios Reglamentos de las Cámaras. Así por ejemplo el Reglamento del Congreso de los Diputados establece la Comisión del Reglamento, la Comisión del Estatuto de los Diputados y la Comisión de Peticiones.

			A su vez, debido al carácter bicameral de las Cortes Generales, las Comisiones pueden ser unicamerales o mixtas (Ej: Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas ó Comisión Mixta Congreso-Senado para las Relaciones con el Defensor del Pueblo)

			
					
c)	Los Grupos Parlamentarios están constituidos por los miembros de las Cámaras pertenecientes al mismo partido político o con afinidad política. Se exige un número mínimo de miembros para formarlo, que serían diez en el Senado y quince en el Congreso de los Diputados, aunque en esta última Cámara podrán constituirse también en Grupo Parlamentario, las formaciones políticas o coaliciones que hubieran obtenido en las elecciones un número de escaños no inferior a cinco y, al menos, el quince por ciento de los votos correspondientes a las circunscripciones donde hubieran presentado candidatura o el cinco por ciento de los emitidos en el conjunto de la Nación. 


			

			Los parlamentarios que no integren un Grupo Parlamentario pasarán a integrar el Grupo Mixto. No podrán formar un Grupo separado parlamentarios que pertenezcan a un mismo partido político.

			En cuanto a sus funciones, éstas son decisivas, tanto en la organización de las Cámaras (pues a través de los grupos se forman las Mesas, las Junta de Portavoces, las Comisiones y las Diputaciones Permanentes), como en el funcionamiento de las Cámaras, pues son numerosas las competencias que los parlamentarios ejercen a través de sus Grupos. 

			
					
d)	Las Diputaciones Permanentes son los órganos que asumen las funciones de las Cámaras cuando éstas no están reunidas por no hallarse en periodo de sesiones o por haber terminado el mandato parlamentario. Tienen como misión fundamental asegurar la continuidad o permanencia de las Cámaras. La Constitución, en su artículo 78, exige un número mínimo de 21 miembros para cada una y representación en su composición de los Grupos Parlamentarios en proporción a su importancia numérica.


			

			Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva.

			Sus funciones son velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas y solicitar la sesión extraordinaria de las mismas fuera del periodo ordinario de sesiones. 

			La Diputación Permanente del Congreso de los Diputados asume además la convalidación de los Decretos-Leyes y las funciones de la Cámara relacionadas con los Estados de Alarma, Excepción o Sitio, cuando haya expirado el mandato de la Cámara o ésta se haya disuelto.

			Reunida la Cámara correspondiente nuevamente, la Diputación Permanente ha de dar cuenta de los asuntos tratados y de sus decisiones.

			2.3.2. Funcionamiento

			Tanto el Congreso de los Diputados como el Senado se reúnen en dos periodos ordinarios de sesiones: de septiembre a diciembre y de febrero a junio. Fuera de dichos periodos, se reunirán en sesiones extraordinarias, a petición del Gobierno, de la Diputación Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de la Cámara. Las sesiones extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste haya sido agotado.

			Las sesiones del Pleno son públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

			La convocatoria se hará sobre un orden del día fijado por el Presidente de la Cámara respectiva, de acuerdo con la Junta de Portavoces. No podrá ser tratado ningún asunto no incluido previamente en el mismo, salvo que éste sea declarado urgente. 

			Para adoptar acuerdos las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la mayoría de sus miembros. 

			Los acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas, y las que para la elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras (por ejemplo 3/5 para la elección del Defensor del Pueblo), siendo el voto de los diputados y senadores personal e indelegable.

			Como carácter general las Cámaras deliberan por separado. No obstante existen determinados supuestos en los que se exceptúa esta regla. Se trata todos ellos de actos no legislativos relacionados con la Jefatura del Estado. 

			Las sesiones conjuntas del Congreso y el Senado están previstas en el artículo 74.1 de la Constitución, actuando las Cortes Generales, con base en dicho precepto, en sesión conjunta:

			
					
–	Para designar al Rey en los casos de extinción de las líneas llamadas en derecho a suceder en la Corona (art. 57.3 C.E.).

					
–	Para prohibir expresamente el matrimonio de las personas con derecho a la sucesión en el trono (art. 57.4 C.E.).

					
–	Para reconocer la inhabilitación del Rey para el ejercicio de sus funciones (art. 59.2 CE).

					
–	Para nombrar la regencia y el tutor del Rey en los supuestos contemplados en los artículos 59.3 y 60.1 respectivamente.

					
–	Par recibir el juramento del Rey, de los Regentes y el Príncipe heredero (art 61 C.E.).

			

			Las sesiones conjuntas del Congreso y el Senado serán presididas por el Congreso de los Diputados y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales aprobado por mayoría absoluta de cada Cámara.

			2.4. La función legislativa

			La función legislativa supone la capacidad de elaborar normas de carácter general vinculantes para todos, poderes públicos y ciudadanos, con el carácter de normas superiores del ordenamiento, sometidas únicamente a los mandatos constitucionales.

			Es la función más clásica de cuantas se reconoce a los Parlamentos, órganos en los que, como representantes de la voluntad popular, reside el Poder Legislativo. 

			El procedimiento legislativo español está regulado en el Capítulo II del Título III de la Constitución, en el Título V del Reglamento del Congreso de los Diputados y en el Título IV del Reglamento del Senado, debiendo distinguirse el procedimiento legislativo ordinario de los procedimientos especiales. 

			2.4.1. El procedimiento legislativo ordinario

			La iniciativa legislativa, que, de acuerdo con el artículo 87 de la Constitución, corresponde al Gobierno, al Congreso de los Diputados, al Senado, a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y al pueblo (la llamada iniciativa legislativa popular con un mínimo de 500.000 firmas acreditadas).

			Dicha iniciativa adoptará la forma de proyecto de ley (si es llevada a cabo por el Gobierno) o de proposición de ley de las Cámaras, en el resto de los supuestos.

			El artículo 98.1 de la Constitución otorga prioridad a los proyectos de ley sobre las proposiciones de ley en la tramitación parlamentaria. Además los artículos 131.2 y 134.1 reservan al Gobierno el monopolio de la iniciativa legislativa en materia de planificación económica general y presupuestaria respectivamente, por razón de la conexión de estas materias con la función de dirección política atribuida al mismo.

			El artículo 88 establece que los proyectos de ley irán acompañados de una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos.

			El artículo 134.6 de la Constitución exige que las proposiciones de ley que suponga aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios requerirá la conformidad del Gobierno para su tramitación.

			El Reglamento del Congreso de los Diputados exige que las proposiciones de ley sean presentadas por un grupo parlamentario o por quince Diputados. Por su parte, el Reglamento del Senado requiere para ello un grupo parlamentario o veinticinco Senadores.

			En cuanto a la iniciativa que corresponde a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, la Constitución permite que las mismas puedan remitir a la Mesa del Congreso de los Diputados una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres miembros de la Asamblea encargados de su defensa. Igualmente podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de ley. La Constitución no ha excluido ninguna materia a esta modalidad de iniciativa legislativa.

			En cuanto a la iniciativa legislativa popular, la misma debe ser impulsada por una comisión promotora que presentará un texto articulado a la Mesa del Congreso de los Diputados, para su admisibilidad. El texto presentado debe ser admitido a trámite salvo que incumpla los requisitos formales exigidos por la Ley Orgánica 3/1984, de 26 de marzo, reguladora de la iniciativa legislativa popular. La inadmisión del texto por la Mesa del Congreso de los Diputados es recurrible a través de un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Admitido a trámite, la comisión promotora dispone de un plazo de 9 meses prorrogables por tres meses más para proceder a obtener las 500000 firmas. Obtenidas éstas, se produce un trámite de toma en consideración por el Congreso de los Diputados. El artículo 87.3 de la Constitución prohíbe dicha iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia.

			El procedimiento legislativo ordinario se encuentra regulado en la Constitución (art. 90) y en los Reglamentos de las Cámaras, esto último es consecuencia de la autonomía parlamentaria.

			La tramitación legislativa se inicia en el Congreso de los Diputados y sigue básicamente tres fases.

			La primera fase que se produce en el Pleno del Congreso de los Diputados, donde se produce el debate de las enmiendas a la totalidad, pudiendo el texto legislativo en este trámite ser rechazado o ser sustituido por otro texto completo alternativo. Las enmiendas a la totalidad únicamente pueden ser presentadas por los grupos parlamentarios.

			La siguiente fase es el debate en comisión, donde el texto legislativo será objeto de examen por parte de la comisión legislativa correspondiente, designándose a tal efecto una ponencia (conjunto de miembros de la comisión), encargada de elaborar un informe sobre el texto y sobre las enmiendas presentadas, proponiendo uno propio, que será debatido y votado en Comisión. La ponencia juega un destacado papel como centro de negociación entre los grupos políticos. 

			Salvo que la aprobación final haya sido delegada en una Comisión Legislativa Permanente, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 75.2 de la Constitución, el texto resultante del debate en comisión, llamado dictamen, será remitido posteriormente al Pleno del Congreso de los Diputados, donde el dictamen de la comisión y las enmiendas al mismo que no han sido aceptadas son discutidas, defendidas y votadas.

			Una vez aprobado el proyecto o la proposición de ley en el Congreso de los Diputados se remite al Senado, que dispone de un plazo de dos meses para su tramitación, salvo los textos declarados urgentes donde el plazo se acorta a 20 días naturales. 

			El Senado puede llevar a cabo tres actuaciones: 

			
					
–	Mostrar su conformidad con el texto aprobado y remitido por el Congreso de los Diputados, quedando el mismo definitivamente aprobado. 

					
–	Aprobar, por mayoría simple, enmiendas al mismo. En este caso, el Congreso de los Diputados tendrá que aceptar o rechazar las mismas, por mayoría simple. 

					
–	Interponer un veto al texto legislativo remitido por el Congreso de los Diputados. El veto del Senado debe ser aprobado por la mayoría absoluta del Pleno de dicha Cámara. En el caso de que exista el veto del Senado, el Congreso de los Diputados puede levantar el mismo bien por mayoría absoluta o bien por mayoría simple una vez transcurridos dos meses desde la interposición del mismo. 

			

			En estos dos últimos supuestos se pone en evidencia que el Senado no solo es una Cámara de representación territorial, sino que es una Cámara que posibilita la doble reflexión o la doble lectura de los proyectos o proposiciones aprobados por el Congreso de los Diputados. 

			Por último indicar que la tramitación legislativa en el Senado es también una tramitación tanto en Pleno como en Comisión.

			Una vez aprobadas las leyes por las Cortes Generales, el artículo 91 de la Constitución establece que el Rey las sancionará en el plazo de quince días, y las promulgará y ordenará su inmediata publicación en el Boletín Oficial del Estado.

			Finalmente, las leyes entrarán en vigor a los veinte días de su completa publicación en el «Boletín Oficial del Estado», si en ellas no se dispone otra cosa (art. 2.1 del Código Civil).

			2.4.2. Los procedimientos legislativos especiales

			Junto al procedimiento ordinario descrito en el apartado anterior, la Constitución y los Reglamentos de las Cámaras contemplan otros procedimientos de aprobación de leyes, en los que se introducen algunas variantes en razón a la materia o del tiempo que dura su tramitación. Así ocurre con el proyecto de ley de Presupuestos Generales del Estado, los proyectos y proposiciones de Ley Orgánica, el procedimiento de aprobación de los Estatutos de Autonomía de las Comunidades Autónomas, el procedimiento de revisión y reforma constitucionales, los supuestos de competencia legislativa plena de las Comisiones, la tramitación de un proyecto de ley en lectura única, el procedimiento de urgencia, las leyes de armonización de las disposiciones de las Comunidades Autónomas, y los Tratados y Convenios Internacionales. 

			Referencia a los Reales Decretos Legislativos y Reales Decretos Leyes

			Por último, por suponer una ruptura del principio de separación de poderes, resulta necesario hacer aunque sea una somera alusión a los Decretos Legislativos (arts. 82 a 85 C.E.) y a los Decretos-Leyes (art. 86 C.E.), normas ambas dictadas por el Poder Ejecutivo a las que se reconoce constitucionalmente valor de ley. 

			Conviene sin embargo antes indicar que, aunque la Constitución utilice el término “Decreto” para referirse a ambas figuras, el artículo 25 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno establece que las decisiones que aprueban las normas previstas en los artículos 82 y 86 de la Constitución, reciben respectivamente la denominación de Reales Decretos Legislativos y Reales Decretos Leyes.

			Reales Decretos Legislativos

			El artículo 82.1 de la Constitución permite a las Cortes Generales delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de Ley sobre materias determinadas, siempre que no se trate de contenido reservado a Ley Orgánica. 

			Cuando el objeto de la delegación legislativa sea la formación de textos articulados deberá otorgarse mediante una Ley de Bases, que delimitará con precisión el objeto y alcance de la delegación legislativa y los principios y criterios que han de seguirse en su ejercicio. 

			Cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo, la delegación legislativa se hará mediante una Ley ordinaria que determinará el ámbito normativo a que se refiere el contenido de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.

			Las Leyes de bases no podrán en ningún caso (art 83 C.E.):

			
					
a)	Autorizar la modificación de la propia Ley de Bases.

					
b)	Facultar para dictar normas con carácter retroactivo.

			

			La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa, para materia concreta y con fijación del plazo para su ejercicio, y se agota por el uso que de ella haga al Gobierno mediante la publicación de la norma correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.

			Reales Decretos-Leyes

			El artículo 86 de la Constitución prevé que, en caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas provisionales, que no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título Primero, al régimen de las Comunidades Autónomas, ni al derecho electoral general.

			Las normas aprobadas deberán ser inmediatamente sometidas a debate y votación de totalidad al Congreso de los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su promulgación. El Congreso de los Diputados, dentro de dicho plazo, habrá de pronunciarse expresamente sobre su convalidación o derogación, o bien tramitarlos como proyectos de Ley por el procedimiento de urgencia.

			2.5. La función de control del Gobierno

			Controlar la acción del Gobierno es una atribución competencial directamente derivada del carácter de régimen parlamentario consagrado en el artículo 1.3 de la Constitución.

			Por otra parte, y puesto que el Gobierno nace de la confianza del Congreso de los Diputados (art. 99 C.E.), debe mantener dicha confianza durante el ejercicio de su función.

			Los mecanismos de control de la acción del Gobierno podríamos clasificarlos en ordinarios y extraordinarios:

			2.5.1. Mecanismos de control ordinarios

			Entre los ordinarios distinguimos los siguientes: 

			
					
–	Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de aquellas, la información y ayuda que precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las Comunidades Autónomas (art. 109 C.E.).

					
–	Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno (art. 110 C.E.).

					
–	El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le formulen en las Cámaras, pudiendo cada interpelación dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición (art. 111 C.E.).

			

			2.5.2. Mecanismos de control extraordinarios

			La Constitución prevé también dos mecanismos extraordinarios de control de la acción del Gobierno. Dichos mecanismos son la cuestión de confianza (art. 112 C.E.) y la moción de censura (art. 113 C.E.), instrumentos ambos mediante los que se articula la máxima responsabilidad política al Gobierno, el cual responde solidariamente de su gestión política ante el Congreso de los Diputados (art. 108 C.E.).

			
					
–	En la Cuestión de Confianza es el propio Gobierno el que toma la iniciativa, sometiendo el Presidente del Gobierno su continuidad al respaldo, por parte de Congreso de los Diputados, de su programa político o de una declaración de política general. La confianza en el Gobierno se entenderá otorgada cuando vote a favor la mayoría simple de los Diputados. 


			

			Si el Congreso de los Diputados niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, procediéndose a continuación a abrir un procedimiento para la designación de un nuevo Presidente del Gobierno (art. 114.1 C.E.)

			
					
–	En la Moción de Censura la iniciativa parte del Congreso de los Diputados y tiene por objeto provocar un cambio de Gobierno. En España la moción de censura es constructiva, es decir, debe incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno. 

			

			La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados y no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas. La moción de censura debe ser aprobada por mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, debiendo el  Gobierno, en caso de prosperar la misma, presentar su dimisión al Rey, que nombrará Presidente del Gobierno al candidato propuesto en la moción (art. 114.2 C.E.).

			3. El Gobierno y la Administración

			3.1. El Gobierno

			3.1.1. El Gobierno en la teoría de la división de poderes

			Como hemos visto en la primera pregunta del tema anterior al hablar de la teoría de la división de poderes, a partir de la Revolución francesa, se implanta un modelo de organización del poder, fragmentado en tres poderes, cada uno de los cuales desempeña una función del estado, y se atribuye a un órgano, así:

			
					
–	El Poder Legislativo, realiza la función de hacer las leyes, y se atribuye al Parlamento.

					
–	El Poder Ejecutivo, realiza la función de ejecutar las leyes, es decir obligar a los ciudadanos a cumplirlas, y se atribuye al gobierno.

					
–	El Poder Judicial, resuelve los conflictos en la aplicación de las leyes, entre los ciudadanos, o entre los ciudadanos y el estado, y se atribuye a los Jueces y magistrados.

			

			Dicho esto, el gobierno se entiende como el Poder Ejecutivo, cuya función es la aplicación de las Leyes. Sin embargo, la autonomía del Gobierno dentro del poder Ejecutivo, de la figura del rey, es relativamente reciente.

			La primera interpretación de la división de poderes, asignaba el poder ejecutivo al Monarca, y el Legislativo a los representantes del pueblo. Sólo la evolución posterior de una Monarquía Constitucional a una Parlamentaria, ha hecho posible que el peso del Poder Ejecutivo descanse en el Gobierno, reservándose el rey la figura de Jefe del Estado con funciones básicamente representativas.

			Ese es el modelo actual de la CE de 1978, que instaura en su art. 1.3 que la Forma política del Estado Español es una Monarquía Parlamentaria, por lo que el Título II, atribuye al Rey la Jefatura del Estado, con funciones representativas del Estado Español, y el Título IV, atribuye la función ejecutiva del Estado al Gobierno, formado por el Presidente del Gobierno, los Vicepresidentes y los Ministros, artículo 97 y 98 CE, que veremos en las próximas preguntas.

			3.1.2. Antecedentes históricos del Gobierno en España

			Son relativamente recientes los orígenes del gobierno en el sistema constitucional, como órgano especializado y distinto de la figura del monarca.

			Los orígenes más remotos son el Consejo de Gabinete que instituyó Felipe V, con sus Secretarías de Despacho, por Real Decreto de 1714; y la denominada Suprema Junta de Estado que creó Carlos III por Real Decreto de 8 de julio de 1787. Los origines próximos se encuentran en el R.D. de 19 de noviembre de 1823, dictado por Fernando VII, quién decía al primer Secretario de Estado: “... he resuelto que vos, con los demás Secretarios de Estado y del Despacho, formes un Consejo que se denominará Consejo de Ministros. En el se tratarían todos los asuntos de utilidad general. Cada Ministro dará cuenta de los negocios correspondientes a la Secretaría de su cargo, recibirá mis resoluciones y cuidará de hacerlo ejecutar”.

			Desde 1834 existía un Gobierno que se apoyaba en prácticas que se inspiraban en las costumbres parlamentarias francesas y británicas, pero sin ninguna regulación constitucional de su organización y competencias.

			Solo en la Constitución de 1931, desaparecido el Rey, los constituyentes se creyeron obligados, siguiendo a la Constitución del Weimar, a distinguir los poderes del Presidente de la República y del Gobierno. Así es como el Gobierno hace acto de presencia por primera vez en nuestro Derecho Constitucional, pero todavía vinculado al Jefe del Estado que nombra y separa libremente al Presidente del Gobierno.

			En el régimen franquista, existía una diferencia formal entre las figuras de Jefe de Estado y Presidente de Gobierno; la misma persona desempeñaba ambos cargos, existiendo en consecuencia una unión personal de dichas figuras, pero no una unión jurídica; unión que incluso desapareció en los últimos años al desdoblar y aparecer la figura de hecho de un Presidente de Gobierno distinto del Jefe del Estado.

			El Gobierno que hoy aparece recogido en la Constitución, no es solo el órgano superior del poder ejecutivo y de la Administración, sino que además ejerce otra función política, que el mismo lenguaje común, designa como gobernar, función esta distinta de la puramente ejecutiva, integrada por la facultad de dirigir la política, la Administración...

			Así el artículo 97 de la Constitución Española establece:

			“El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado. Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.”

			3.1.3. Composición

			El Gobierno es un órgano colegiado y complejo en el que participan diversas categorías de miembros. 

			El art. 98.1 C.E. preceptúa que “1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás miembros que establezca la ley. 

			2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión. 

			3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o mercantil alguna. 

			4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno.”

			De este modo puede distinguirse dos componentes fijos el Presidente y los Ministros; y otros dos posibles; vicepresidentes y otros miembros. Dicho precepto constitucional ha sido desarrollado a nivel legal a través de dos Leyes:

			
					
–	Ley del Gobierno, Ley 50/1997 de 27 de noviembre.

					
–	Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado (LOFAGE), Ley 6/1997 de 14 de abril.

			

			Por último, el art.1.3. de la Ley del Gobierno establece que: Los miembros del Gobierno se reúnen en Consejo de Ministros y en Comisiones Delegadas del Gobierno. 

			Vamos a analizarlos a continuación.

			3.1.3.1. La Presidencia del Gobierno

			Nuestra Constitución convierte al Presidente del Gobierno en la clave del arco del mismo. Esta posición deriva sustancialmente de los siguientes:

			
					
–	El procedimiento seguido para su nombramiento (Art. 99).

					
–	La naturaleza de las atribuciones que le otorga:

					
▷	Nombramiento y separación de los demás miembros del Gobierno (Art.100).

					
▷	Dirige la política del Gobierno (Art. 98.2).

					
▷	Compromete la responsabilidad del Gobierno a través de la cuestión de confianza (Art. 112).

					
▷	Propone la disolución del Parlamento bajo su responsabilidad.

			

			Las funciones primordiales del Presidente son dos: dirigir la política del Gobierno y coordinar los distintos Ministerios en relación a la puesta en práctica del programa de gobierno. Así lo concreta el art. 2 de la Ley del Gobierno cuando establece que: “El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de los Ministros en su gestión”. 

			Respecto a la primera función se trata básicamente de mantener en todo momento la unidad y homogeneidad del gabinete respecto al programa comprometido en la votación de investidura, aplicándolo a las decisiones concretas a tomar ante los problemas que se planteen y adecuándolo así a supuestos no previstos inicialmente en él.

			3.1.3.2. Los Vicepresidentes

			La existencia de la Vicepresidencia estaba implícita en el Real Decreto de 1823, que crea el Consejo de Ministros, pero expresamente no existió hasta 1925; también lo estableció la Ley de 30 de enero de 1938, suprimiéndolo la Ley de 8 de agosto de 1939.

			En 1962 se crea el cargo de Vicepresidente del Gobierno con la doble misión de coordinar los Departamentos Ministeriales afectos a la Defensa Nacional y ejercer las funciones expresamente delegadas por el Presidente del Gobierno, sustituyéndole en los casos de vacantes, ausencia o enfermedad.

			La Constitución establece la posibilidad de que existan uno o más Vicepresidentes, sin regular sus funciones.

			El artículo 3 de la Ley del Gobierno establece: “1. Al Vicepresidente o Vicepresidentes, cuando existan, les corresponderá el ejercicio de las funciones que les encomiende el Presidente. 

			2. El Vicepresidente que asuma la titularidad de un Departamento Ministerial, ostentará, además, la condición de Ministro”.

			3.1.3.3. Los Ministros

			La Constitución únicamente se refiere a la disposición por su parte de competencia propia, de cuyo ejercicio son responsables. Los Ministros son simultáneamente órganos políticos en cuanto participan en las reuniones del Consejo de Ministros, y en la determinación de la dirección política del gabinete; y órganos administrativos, dirigiendo bajo su responsabilidad un departamento de la Administración. Esta doble cualidad puede no darse por la existencia de Ministros sin cartera, a los cuales no corresponde la dirección de un determinado aspecto administrativo. A este respecto, la Constitución nada indica, y dado que el artículo 98.2 al referirse a la competencia que a los Ministros corresponde no habla de su naturaleza, se deduce que nada impide la existencia de dichos Ministros.

			Cuestión distinta es la determinación del número de Ministerios. Son dos las soluciones posibles: o bien ha de ser determinado por el Parlamento a través de Ley, o bien se deja al criterio del propio Gobierno mediante el ejercicio de su poder reglamentario.

			Añade el artículo 4º de la Ley del Gobierno que “Los Ministros, como titulares de sus Departamentos, tienen competencia y responsabilidad en la esfera específica de su actuación... Además de los Ministros titulares de un Departamento, podrán existir Ministros sin cartera, a los que se les atribuirá la responsabilidad de determinadas funciones gubernamentales.”

			3.1.3.4. Otros Miembros

			El artículo 98.2 prevé además la posibilidad de crear miembros del gobierno distintos del Presidente y los Ministros, exigiendo que sea por Ley Ordinaria. Dicho precepto se refiere a los Secretarios de Estado, y a la posibilidad de que si la Ley ordinaria, así lo quisiera, éstos fueran también miembros del Gobierno, sin embargo cuando se publicó la Ley del Gobierno, nos se incluyó en la misma a los Secretarios de Estado, así el artículo 1.2. de La Ley 50/1997 de 27 de noviembre se establecía que “El Gobierno se compone del Presidente, del Vicepresidente o Vicepresidentes, en su caso, y de los Ministros.”

			3.1.4. La designación y remoción del Gobierno

			Según lo preceptuado en la Constitución es necesario distinguir entre el nombramiento del Presidente del Gobierno y el de los demás miembros del mismo.

			3.1.4.1. Nombramiento ordinario del Presidente

			Se encuentra regulado en el artículo 99 de la Constitución: 

			“1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados y en los demás supuestos Constitucionales en que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designados por los grupos políticos con representación parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la Presidencia del Gobierno.

			2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior, expondrá ante el Congreso de los Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara.

			3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada si obtuviere la mayoría simple.

			4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.

			5. Si transcurrido el plazo de 2 meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas cámaras y convocará nuevas elecciones con el refrendo del Presidente del Congreso”.

			3.1.4.2. Nombramiento automático por el Rey

			Este segundo tipo de nombramiento del Presidente del Gobierno viene señalado en los artículos 113 y 114, preceptos que regulan la moción de censura.

			La regulación limitativa de este procedimiento en relación de la responsabilidad del Gobierno, determina la necesidad de que toda moción de censura sea acompañada del nombre de un sustituto para la presidencia del gobierno. En el caso de que la moción prospere, es decir, que sea aprobada por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso, implica, según el artículo 114.2 el nombramiento automático del propuesto, por parte del Rey. En este segundo caso la iniciativa es del Congreso, limitándose el acto regio al nombramiento del candidato señalado, sin intervenir en su determinación. 

			Así los artículos 113 y 114 de la CE establecen sobre la moción de censura:

			Artículo 113

			1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura. 

			2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados, y habrá de incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno.

			3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas. 

			4. Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no podrán presentar otra durante el mismo período de sesiones. 

			Artículo 114

			1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, procediéndose a continuación a la designación de Presidente del Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 99. 

			2. Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato incluido en aquélla se entenderá investido a los efectos previstos en el artículo 99. El Rey le nombrará Presidente del Gobierno. 

			Por último y en cuanto a los demás miembros del Gobierno son nombrados y separados por el Rey a propuesta de su Presidente, tal y como establece el artículo 100 CE.

			3.1.4.3. Cese del Gobierno

			En el régimen parlamentario, el Gobierno existe y subsiste en tanto en cuanto dispone de la confianza del parlamento. La desaparición de dicha confianza supone el cese del Gobierno. Ahora bien, el cese del Gobierno en sus funciones puede tener según la Constitución, otros motivos. Podríamos clasificar los distintos tipos de cese del Gobierno en dos grandes apartados: cese automático o cese voluntario.

			En el primer caso se podrían distinguir:

			
					
–	Cese automático por finalización del mandato parlamentario. Finalizado el mandato del Congreso (4 años) que le elige implica automáticamente el cese del Gobierno.

					
–	Cese automático por fallecimiento del Presidente. Ya que este es la figura clave del gobierno su desaparición implica el cese automático de todos los componentes del mismo.

					
–	Cese automático por exigencia de responsabilidad. La exigencia de responsabilidad por parte del Congreso tiene como consecuencia la dimisión automática del Gobierno. Esta realización de la responsabilidad puede actuar a través de dos procedimientos: voto de censura y cuestión de confianza.

			

			En el segundo caso se encuadraría el cese por dimisión voluntaria del Presidente.

			Según el artículo 100 de la Constitución Española, los Ministros son nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente. La continuidad de un miembro del gobierno en el cargo se encuentra ligada, a parte de la continuidad del gobierno en su conjunto, al Presidente del mismo, pues aunque formalmente corresponde al Rey su destitución, los miembros dependen objetivamente del Presidente.

			3.1.5. Funciones y potestades

			3.1.5.1. Funciones del Presidente

			Además de dirigir la acción de Gobierno y coordinar las funciones de los demás órganos miembros del mismo, tiene como funciones específicas:

			
					
1.	En relación con el Jefe del Estado.

			

			
					
▷	Pedir al Rey que presida las sesiones del Consejo de Ministros.

					
▷	Refrendar los actos del Rey.

			

			
					
2.	En relación con el Poder Legislativo.

			

			
					
▷	Proponer al Rey que las decisiones políticas de especial trascendencia sean sometidas a referéndum.

					
▷	Previa deliberación del Consejo de Ministros, plantear ante el Congreso la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de carácter general.

					
▷	Proponer al Rey la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales.

			

			
					
3.	Respecto al Poder Ejecutivo.

			

			
					
▷	Presidir las deliberaciones del Consejo de Ministros.

					
▷	Ejercer la potestad reglamentaria, en las materias correspondientes.

					
▷	Proponer al Rey el nombramiento y separación de los demás miembros del Gobierno.

			

			Las funciones del presidente vienen establecidas en el artículo 2.2. de la Ley del Gobierno que establece: En todo caso, corresponde al Presidente del Gobierno: 

			
					
a)	Representar al Gobierno.


					
b)	Establecer el programa político del Gobierno y determinar las directrices de la política interior y exterior y velar por su cumplimiento. 

					
c)	Proponer al Rey, previa deliberación del Consejo de Ministros, la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales. 

					
d)	Plantear ante el Congreso de los Diputados, previa deliberación del Consejo de Ministros, la cuestión de confianza. 

					
e)	Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo, previa autorización del Congreso de los Diputados. 

					
f)	Dirigir la política de defensa y ejercer respecto de las Fuerzas Armadas las funciones previstas en la legislación reguladora de la defensa nacional y de la organización militar. 

					
g)	Convocar, presidir y fijar el orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 62.g) de la Constitución.

					
h)	Refrendar, en su caso, los actos del Rey y someterle, para su sanción, las leyes y demás normas con rango de ley, de acuerdo con lo establecido en los artículos 64 y 91 de la Constitución.

					
i)	Interponer el recurso de inconstitucionalidad. 

					
j)	Crear, modificar y suprimir, por Real Decreto, los Departamentos Ministeriales, así como las Secretarías de Estado. Asimismo, le corresponde la aprobación de la estructura orgánica de la Presidencia del Gobierno. 

					
k)	Proponer al Rey el nombramiento y separación de los Vicepresidentes y de los Ministros. 

					
l)	Resolver los conflictos de atribuciones que puedan surgir entre los diferentes Ministerios. 

					
m)	Impartir instrucciones a los demás miembros del Gobierno. 

					
n)	Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución y las leyes. 


			

			3.1.5.2. Funciones del Consejo de Ministros

			A parte de dirigir la política interior y exterior, la Administración Civil y Militar y la defensa del Estado, así como ejercer la función ejecutiva y la potestad reglamentaria, tiene las siguientes funciones:

			
					
1.	En relación con el Poder Legislativo.

			

			
					
▷	La iniciativa legislativa por sí o adoptar un proyecto de ley.

					
▷	Aprobar los proyectos de ley y someterlos al Congreso, con exposición de motivos y antecedentes.

					
▷	Ejercer la potestad de dictar normas con rango de ley que le delegue el Congreso.

					
▷	En caso de extraordinaria y urgente necesidad el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de Decretos Leyes.

					
▷	El Gobierno según los casos, garantizará el cumplimiento de los Tratados Internacionales y de las resoluciones emanadas de los órganos internacionales y supranacionales.

					
▷	Declarar el Estado de Alarma durante un plazo de 15 días, dando cuenta al Congreso, sin cuya autorización no puede prorrogarlo.

			

			
					
2.	En relación con la Economía y Hacienda.

			

			
					
▷	Elaborar los proyectos de planificación.

					
▷	Elaborar los Presupuestos Generales del Estado.

					
▷	Emitir deuda pública o contraer crédito.

			

			
					
3.	En relación con las Comunidades Autónomas.

			

			
					
▷	Controlar la actividad de sus órganos.

					
▷	Nombrar un delegado para dirigir la Administración del Estado en cada una de ellas.

					
▷	Cuando una Comunidad Autónoma no cumpla las obligaciones que le imponga la Constitución y las Leyes, o actúe contra el interés general de España, podrá adoptar las medidas necesarias para su cumplimiento forzoso.


					
▷	Dar instrucciones a todas sus autoridades para la ejecución de las medidas en los supuestos previstos en el punto anterior.

			

			
					
4.	En relación con el Tribunal Constitucional.

			

			
					
▷	Proponer al Rey el nombramiento de dos de sus miembros.

					
▷	Impugnar ante él las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas.

			

			Estas funciones vienen establecidas en el art. 5 de la Ley del Gobierno que establece que al Consejo de Ministros, como órgano colegiado del Gobierno, le corresponde: 

			
					
a)	Aprobar los proyectos de ley y su remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado. 

					
b)	Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado.

					
c)	Aprobar los Reales Decretos-Leyes y los Reales Decretos Legislativos. 

					
d)	Acordar la negociación y firma de Tratados internacionales, así como su aplicación provisional. 

					
e)	Remitir los Tratados internacionales a las Cortes Generales en los términos previstos en los artículos 94 y 96.2 de la Constitución.

					
f)	Declarar los estados de alarma y de excepción y proponer al Congreso de los Diputados la declaración del estado de sitio. 

					
g)	Disponer la emisión de Deuda Pública o contraer crédito, cuando haya sido autorizado por una Ley. 

					
h)	Aprobar los reglamentos para el desarrollo y la ejecución de las leyes, previo dictamen del Consejo de Estado, así como las demás disposiciones reglamentarias que procedan. 

					
i)	Crear, modificar y suprimir los órganos directivos de los Departamentos Ministeriales. 

					
j)	Adoptar programas, planes y directrices vinculantes para todos los órganos de la Administración General del Estado. 

					
k)	Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución, las leyes y cualquier otra disposición.

			

			3.1.5.3. Funciones de los Ministros

			
					
–	Ejercer la iniciativa, dirección e inspección de todos los servicios del Departamento.

					
–	Preparar y presentar al Gobierno los proyectos de Leyes, Decretos Leyes y Decretos.

					
–	Ejercer la potestad reglamentaria, mediante órdenes ministeriales.

					
–	Proponer, nombrar o separar a las personas afectas al Departamento.

			

			Por su parte el artículo 4 de la Ley del Gobierno establece:

			
					
a)	Desarrollar la acción del Gobierno en el ámbito de su Departamento, de conformidad con los acuerdos adoptados en Consejo de Ministros o con las directrices del Presidente del Gobierno. 

					
b)	Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su Departamento. 


					
c)	Ejercer cuantas otras competencias les atribuyan las leyes, las normas de organización y funcionamiento del Gobierno y cualesquiera otras disposiciones. 


					
d)	Refrendar, en su caso, los actos del Rey en materia de su competencia.

			

			3.1.5.4. Funciones de las Comisiones Delegadas del Gobierno

			Vienen establecidas en el artículo 6.4. Corresponde a las Comisiones Delegadas, como órganos colegiados del Gobierno: 

			
					
a)	Examinar las cuestiones de carácter general que tengan relación con varios de los Departamentos Ministeriales que integren la Comisión. 

					
b)	Estudiar aquellos asuntos que, afectando a varios Ministerios, requieran la elaboración de una propuesta conjunta previa a su resolución por el Consejo de Ministros. 

					
c)	Resolver los asuntos que afectando a más de un ministerio, no requieran ser elevados al Consejo de ministros. 

			

			Ejercer cualquier otra atribución que les confiera el ordenamiento jurídico o que les delegue el Consejo de Ministros.

			3.2. La Administración del Estado

			3.2.1. Concepto

			La Administración en sentido objetivo es una vertiente o zona de la actividad que ha de desplegar la función ejecutiva.

			Subjetivamente, la Administración sería el sujeto de aquella actividad, es decir, el complejo orgánico integrado en la función ejecutiva.

			3.2.2. Regulación constitucional

			3.2.2.1. Principios de actuación de la Administración Pública

			Artículo 103

			“1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho.
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ueremos felicitarte por el paso que has dado. Sabemos que

afrontar unas oposiciones es una decision importante, una

tarea que precisa, entre otras cualidades, de grandes dosis
de constancia y determinacion. Pero no solo eso, también es importante
poder contar con ayuda.

La colaboracion es nuestra piedra angular, porque la razén de ser del
cooperativismo esta en la persecucién de un beneficio comun, aunando
voluntades, afianzando recursos y mejorando la situacién de quienes
forman parte de un mismo proyecto.

Fieles a nuestros principios fundacionales, las cooperativas mantenemos
un compromiso ético en aras de una sociedad mas justa, a través

de valores como la democracia, la transparencia, la responsabilidad
social, la equidad o la solidaridad. Asi como la Igualdad de género, y la
sostenibilidad empresarial y medioambiental, que tienen caracter
transversal al resto de principios.

Porque nosotros mismos hemos adoptado la formula del emprendimiento
cooperativista, apreciamos el valor de contar con el apoyo de quienes
confian en un mismo proyecto. Por eso, en nuestro compromiso con el
empleo, queremos decirte que no estas solo en tu propdsito. Desde este
momento formamos contigo un equipo, y estamos convencidos que, con
los recursos que ponemos a tu disposicion, podras obtener el maximo
provecho al esfuerzo invertido y alcanzar con éxito tus objetivos de empleo.
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